
CUESTIONARIO PRIMER EJERCICIO PRUEBAS SELECTIVAS ACCESO AL  

CUERPO ESPECIAL DE LETRADOS DE LA JUNTA DE EXTREMADURA. 
 

TEST NÚMERO 1 (PREGUNTAS 1 A 120, AMBAS INCLUIDAS) 

 
 
1. Entre las funciones de la Junta de Extremadura se encuentra:  
 a) Representar a la Comunidad Autónoma frente al Estado. 

b) Tramitar Decretos Legislativos como proyectos de ley. 
c) Tramitar Decretos Leyes como proyectos de ley. 
d) Establecer la política general de la Comunidad Autónoma en relación con las 

competencias asumidas, dirigir la Administración regional y ejercer la potestad 
reglamentaria y la función ejecutiva.   

 
 

2. De acuerdo con la Ley 3/2019, de 22 de enero, de garantía de la autonomía municipal de 
Extremadura, queda exceptuado de la exigencia de informe preceptivo de la Comisión de 
Garantías de la Autonomía Local: 

 a)     El anteproyecto de la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad 
    Autónoma.    

b)     Las propuestas de reforma del Estatuto de Autonomía, antes de su aprobación por la 
 Asamblea de Extremadura. 

c) Las leyes sectoriales que regulen las materias sobre las que las entidades locales hayan 
recibido competencias. 

d) La elaboración de planes autonómicos. 
        
 

3.     Según la Ley 2/2008, de 16 de junio, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de 
EExtremadura, “surtirán los mismos efectos de la afectación expresa los hechos y actos 

siguientes en virtud de los cuales se produce afectación presunta”: 
 a)    La adquisición de los bienes muebles necesarios para el desenvolvimiento de los 

s  servicios públicos o para la decoración de dependencias oficiales. 
b)    La adquisición de bienes y derechos en virtud de transferencia o cesión administrativa.  
c)     La adquisición de bienes o derechos a título lucrativo o mortis causa, siempre que el 

 transmitente o causante haga constar la finalidad de uso general o servicio público.  
d)      La utilización pública, notoria y continuada por la Administración de  

la Comunidad Autónoma de Extremadura o sus organismos o entes públicos de  
    bienes y derechos de su titularidad para un servicio público o para un uso 
    general. 

 
 

4. El Inventario del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Extremadura:  
 a) Constituye el instrumento informativo de apoyo para la gestión interna, la definición 

de políticas de la Administración de la Comunidad Autónoma y para el conocimiento 
exacto del estado de su Patrimonio y de las variaciones que en él se produzcan 

b) Tiene la consideración de registro público, por lo que sus asientos surtirán efectos 
frente a terceros pudiendo ser utilizados para hacer valer derechos frente a la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, sus organismos 
públicos vinculados o dependientes y entes públicos. 



c) Incluirá la totalidad de los bienes y derechos que integran el Patrimonio de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, incluido aquellos que hayan sido adquiridos 
con el objeto de devolverlos al tráfico jurídico patrimonial de acuerdo con sus fines 
peculiares, los bienes fungibles y aquellos otros cuyo valor unitario no supere el valor 
que se establezca por parte del titular de la Consejería competente en materia de 
Hacienda. 

d) Incluye los derechos de arrendamiento y cualesquiera otros de carácter personal en 
virtud de los cuales se atribuya a la Comunidad Autónoma de Extremadura el uso o 
disfrute de inmuebles ajenos 

 
 

5. No constituye una potestad para la defensa del patrimonio de la Comunidad Autónoma 
de Extremadura el ejercicio de la: 

 a) Potestad de investigación. 
b) Potestad sancionadora. 
c) Potestad de deslinde 
d) Potestad de desahucio administrativo. 

 
 

6. Los Estatutos de Autonomía: 
 a) Son aprobados por ley orgánica y únicamente mediante este tipo de normas pueden 

ser modificados.   
b) Son aprobados por ley orgánica, pero pueden ser modificados por cualquier ley 

estatal. 
c) Son aprobados por ley orgánica, pero pueden ser modificados por una ley autonómica 

de mayoría cualificada. 
d) Son aprobados por ley orgánica y solo pueden ser modificados por una ley estatal. 

 
 

7. Los actos administrativos y los reglamentos: 
 a) Están sometidos al mismo régimen jurídico, porque los dos son disposiciones 

unilaterales de la Administración. 
b) Son elaborados siguiendo procedimientos administrativos regulados por leyes 

formales diferentes. 
c) Están sometidos al mismo régimen jurídico en cuanto a sus eventuales 

irregularidades, pues los dos son siempre nulos de pleno derecho. 
d) Son elaborados siguiendo el procedimiento administrativo común de las 

Administraciones públicas. 
 
 

8. Los actos administrativos nulos de pleno derecho: 
 a) Se presumen válidos, pero no deben ser cumplidos por los ciudadanos. 

b) Se presumen válidos en virtud del privilegio de autotutela ejecutiva de que gozan 
todos los actos administrativos. 

c) Gozan de presunción de validez y, por tanto, deben ser cumplidos por sus destinatarios 
mientras no se suspenda su ejecución por la Administración o por los órganos de la 
jurisdicción contencioso-administrativa. 

d) No se presumen válidos en ningún caso. 
 
 



9. Contra una resolución de un director general de una Consejería de la Junta de 
Extremadura, que no agota la vía administrativa, podrá interponerse: 

 a) Recurso administrativo de reposición y, alternativamente, recurso contencioso-
administrativo. 

b) Exclusivamente recurso de reposición. 
c) Exclusivamente recurso de alzada. 
d) Exclusivamente recurso extraordinario de revisión. 

 
 

10. La calificación de un recurso administrativo como de reposición, cuando en realidad se trataría 
de un recurso de alzada, tendrá como consecuencia jurídica: 

 a) La inadmisión de dicho recurso. 
b) La desestimación de plano de dicho recurso. 
c) No será obstáculo para su tramitación como recurso de alzada, siempre que del escrito 

del interesado se deduzca la verdadera naturaleza del recurso. 
d) La estimación parcial del recurso, ordenando la retroacción de las actuaciones 

administrativas al trámite administrativo en el que se produjo el error. 
 
 

11. En relación con la recusación de una autoridad, empleado y personal al servicio de la 
Administración en un procedimiento, indique la respuesta correcta: 

 a) Puede plantearse en cualquier momento durante la tramitación del procedimiento. 
b) Sólo puede plantearla el interesado al inicio del procedimiento cuando concurra una 

de las causas de recusación establecidas en el art. 23 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

c) Debe plantearla el órgano administrativo correspondiente cuando concurra una de las 
causas de recusación establecidas en el art. 23 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público. 

d) Puede plantearla tanto el interesado en un procedimiento administrativo como el 
órgano administrativo que tenga conocimiento de la concurrencia de una de las causas 
de recusación establecidas en el art. 23 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público. 

 
 

12. En los procedimientos sancionadores la resolución que ponga fin al procedimiento será 
ejecutiva: 

 a) Cuando no quepa contra ella ningún recurso en vía administrativa. 
b) Cuando el interesado interponga recurso contencioso-administrativo. 
c) Cuando quepa contra ella algún recurso en vía administrativa. 
d) Cuando haya transcurrido el plazo legalmente previsto sin que el interesado haya 

interpuesto recurso contencioso-administrativo. 
 

 
13. El transcurso del plazo máximo para resolver una solicitud de revisión de oficio tendrá 

como efecto: 
 a) El silencio negativo 

b) La caducidad del procedimiento. 
c) El silencio positivo y se entenderá estimada la solicitud. 
d) No impide iniciar un nuevo procedimiento si el derecho sustantivo no ha prescrito. 

 



 
14. Los actos definitivos que sean favorables o declarativos de derechos que incurran en 

desviación de poder: 
 a) Podrán ser revisados de oficio por la Administración. 

b) Podrán ser revocados directamente por la Administración. 
c) No pueden ser revisados. 
d) Podrán ser impugnados por la Administración previa declaración de lesividad. 

 
 

15. No constituye actividad administrativa impugnable mediante recurso contencioso-
administrativo: 

 a) Las disposiciones generales de carácter general. 
b) La vía de hecho. 
c) Los reales decretos-ley. 
d) Los reales decretos legislativos en los aspectos que excedan de la delegación 

legislativa. 
 
 

16. La tramitación simplificada del procedimiento administrativo común: 
 a) Resulta posible únicamente en los procedimientos sancionadores. 

b) No resulta posible si es necesaria la subsanación de una solicitud por parte del 
interesado. 

c) No resulta posible si es necesario un trámite de audiencia. 
d) No resulta posible si es necesaria la práctica de una prueba. 

 
 

17. La prueba en el procedimiento administrativo: 
 a) Se dirige a determinar los hechos que deben ser tenidos en cuenta por la 

Administración para resolver un procedimiento administrativo. 
b) Se dirige a determinar los hechos y los fundamentos jurídicos que deben ser tenidos 

en cuenta por la Administración para resolver un procedimiento administrativo. 
c) Debe ser practicada en cada caso concreto por el juez encargado de la instrucción del 

procedimiento. 
d) Puede ser aceptada o rechazada discrecionalmente por el Juez instructor del mismo. 

 
 

18. La expropiación forzosa, según la Ley que la regula: 
 a) Puede afectar sólo a los derechos de propiedad y a la posesión sobre las cosas. 

b) Puede afectar a cualquier forma de propiedad, de derechos o de intereses 
patrimoniales legítimos. 

c) Puede afectar a los derechos patrimoniales, pero no a los intereses legítimos. 
d) Puede afectar solo a las operaciones de venta, permuta, censo u ocupación temporal. 

 
 

19. Indique cuál de las siguientes afirmaciones es verdadera: 
 a) Los derechos de los ciudadanos ante las Administraciones Públicas son única y 

exclusivamente los previstos en los artículos 13 y 53 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones públicas. 



b) Las personas físicas pueden elegir en todo momento si se comunican con las 
Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través 
de medios electrónicos o no, salvo que se establezca lo contrario. 

c) Un ciudadano de Galicia tiene derecho a exigir al Ayuntamiento de Barcelona que le 
remita copia traducida al gallego de un expediente en el que es parte interesada. 

d) Los derechos fundamentales no pueden ser ampliados mediante normas con rango de 
ley.  

 
 

20. Para que un daño permita exigir su reparación por responsabilidad patrimonial de la 
Administración deben concurrir los siguientes elementos principales: 

 a) Que sea jurídico, individualizable, efectivo y evaluable económicamente. 
b) Que sea evaluable económicamente, previsible y que exista la obligación jurídica de 

soportarlo. 
c) Que sea resultado de un acto declarado previamente nulo, y que el daño sea 

económicamente evaluable. 
d) Que sea antijurídico, individualizable, evaluable económicamente y efectivo. 

 
 

21. En los casos en que proceda reconocer derecho a indemnización por anulación en vía 
administrativa o contencioso-administrativa de un acto o disposición de carácter general: 

 a) El derecho a reclamar prescribirá al año de haberse notificado la resolución administrativa. 
b) El derecho a reclamar prescribirá al año de haberse notificado la sentencia definitiva. 
c) El derecho a reclamar prescribirá a los cinco años de haberse notificado la resolución 

administrativa o la sentencia definitiva. 
d) El derecho a reclamar prescribirá al año de haberse notificado la resolución administrativa o 

la sentencia definitiva. 
 
 

22. En relación con la analogía, señale la respuesta incorrecta: 
 a) Procederá la aplicación analógica de las normas cuando estas no contemplen un 

supuesto específico, pero regulen otro semejante entre los que se aprecie identidad de 
razón. 

b) La analogía favorable o in bonam partem, que permite aplicar la norma penal más 
beneficiosa, es la única forma de analogía que puede utilizarse en derecho penal o 
sancionador. 

c) La utilización de la analogía es contraria al ordenamiento en el campo de las 
infracciones administrativas, no resultando conforme a la interpretación restrictiva de 
las normas sancionadoras y al principio general de “in dubio pro reo”. 

d) En el derecho administrativo sancionador está permitida la analogía in peius, esto es, 
la aplicación de una norma administrativa sancionadora por analogía que tiene efecto 
desfavorable o perjudica al acusado. 

 
 

23. Los miembros de la Junta de Extremadura comparecerán ante el Pleno de la Asamblea 
para informar sobre una cuestión de política general que afecte al ámbito de las 
competencias del gobierno regional: 

 a) A petición propia.  
b) A requerimiento de un grupo parlamentarios. 
c) A requerimiento de una tercera parte de los diputados de la Cámara. 



d) Por acuerdo de la Junta de Portavoces, a requerimiento de un grupo parlamentario o 
de una tercera parte de los diputados de la Cámara. 

 
 

24. No constituyen iniciativas de control al Gobierno regional: 
 a) Las interpelaciones a la Junta de Extremadura y a cada uno de sus miembros. 

b) Las solicitudes de información que se requieran de la Junta de Extremadura u otras 
Instituciones o Administraciones Públicas. 

c) Las comparecencias de la Junta de Extremadura ante el Pleno de la Asamblea para 
informar de los planes y programas que apruebe en Consejo de Gobierno. 

d) Las preguntas al presidente de la Junta de Extremadura y a los miembros del Consejo 
de Gobierno y Altos Cargos del Gobierno regional. 

 
 

25. Según la Ley de Protección Ambiental de Extremadura, no forma parte de los 
instrumentos de intervención administrativa ambiental: 

 a) El sistema comunitario de gestión y las auditorías medioambientales. 
b) La autorización ambiental unificada para las instalaciones y actividades de 

producción y gestión de residuos. 
c) La evaluación de impacto ambiental que procede respecto de los proyectos de gestión 

del agua. 
d) La comunicación ambiental autonómica para las instalaciones industriales destinadas 

a la fabricación de cosméticos. 
 
 

26. La falta de convalidación en plazo de un Decreto-Ley autonómico provoca: 
 a) Su inconstitucionalidad. 

b) Su nulidad. 
c) Su derogación. 
d) Su anulabilidad. 

 
 

27. La suspensión de la ejecución de un acto administrativo: 
 a) Puede acordarse tanto de oficio como a instancia del recurrente cuando la ejecución 

de dicho acto pueda causar perjuicios de imposible o difícil reparación. 
b) Como regla general, sólo procede cuando el interesado la solicite en su recurso, 

justificando en su escrito que concurre una causa de anulabilidad. 
c) Tiene lugar automáticamente desde el momento en el que se interpone un recurso 

administrativo de alzada y hasta que se resuelva el mismo. 
d) Tiene lugar automáticamente desde el momento en el que se interpone un recurso 

administrativo de reposición y hasta que se resuelva el mismo. 
 
 

28. Los plazos administrativos pueden estar fijados: 
 a) Por horas, por días, por semanas, por meses y por años. 

b) Por horas, por días, por meses y por años. 
c) Por horas, por días exclusivamente hábiles, por semanas, por meses y por años. 
d) Por horas, por días hábiles y naturales, por semanas, por meses y por años. 

 
 



29. La notificación practicada en el domicilio del interesado: 
 a) Si es rechazada por el interesado impedirá la continuación del procedimiento. 

b) Si es infructuosa en un primer intento por no encontrarse en el domicilio el interesado, 
deberá intentarse una segunda vez en una hora distinta dentro de los tres días 
siguientes. 

c) No es en ningún caso válida, dado que legalmente debe efectuarse siempre mediante 
medios electrónicos. 

d) Impide su puesta a disposición del interesado en la sede electrónica de la 
correspondiente Administración o su publicación en un diario oficial. 

 
 

30. Las notificaciones de un acto administrativo: 
 a) Deberán contener exclusivamente el contenido de la resolución. 

b) Deberán contener, entre otros elementos, un pie de recurso. 
c) Se practicarán  únicamente mediante medios electrónicos. 
d) Si se rechazan por el interesado impedirán la continuación del procedimiento. 

 
 

31. La inderogabilidad singular de los reglamentos supone que: 
 a) Los reglamentos no pueden derogar singularmente ninguna norma. 

b) Los reglamentos no se pueden derogar de manera singular 
c) Una resolución administrativa de carácter particular no puede contradecir lo 

establecido en un reglamento que ha sido dictado y aprobado por las autoridades 
competentes. 

d) Una resolución administrativa de carácter particular puede contradecir lo establecido 
en un reglamento si la resolución ha sido dictada por un órgano superior jerarquía al 
que ha dictado el reglamento. 

 
 

32. Según la Constitución Española, los jueces y magistrados integrantes del poder judicial 
son: 

 a) Independientes, inamovibles, irresponsables y sometidos únicamente al imperio de la 
ley. 

b) Dependientes, inamovibles, inviolables y sometidos únicamente al imperio de la ley. 
c) Independientes, inamovibles, inviolables y sometidos únicamente al imperio de la ley. 
d) Independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la 

ley. 
 
 

33. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo 
ejecutar lo juzgado, corresponde: 

 a) Entre otros a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes. 
b) A los Juzgados, a los Tribunales y al Consejo General del Poder Judicial. 
c) Exclusivamente a los Juzgados, a los Tribunales y al Ministerio Fiscal determinados 

por las leyes. 
d) Exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes 

 
 



34. Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, 
aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, 
planteará: 

 a) Un recurso de casación. 
b) Una cuestión preliminar de inconstitucionalidad. 
c) Una cuestión prejudicial previa de constitucionalidad. 
d) Una cuestión de inconstitucionalidad. 

 
 

35. ¿Qué órgano no forma parte de la planta judicial en el orden contencioso-administrativo?: 
 a) La sala de lo contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional. 

b) La sala de lo contencioso-administrativo de los tribunales superiores de justicia. 
c) La sala de lo contencioso-administrativo del Tribunal Supremo. 
d) La sala de lo contencioso-administrativo de las audiencias provinciales. 

 
 

36. Frente a los actos administrativos definitivos en vía administrativa, que sean favorables o 
declarativos de derechos: 

 a) Puede interponerse recurso de alzada. 
b) Puede interponerse recurso de reposición. 
c) Pueden ser revisados de oficio por la Administración cuando concurran los 

presupuestos legales. 
d) Pueden ser revocados directamente por la Administración. 

 
 

37. Según la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Oficina Judicial es una:  
 a) Organización de carácter instrumental que sirve de soporte y apoyo a la actividad 

jurisdiccional de jueces, tribunales y secretarios judiciales. 
b) Organización de carácter instrumental que sirve de apoyo técnico a la actividad 

jurisdiccional de jueces y tribunales. 
c) Organización de carácter instrumental que sirve de soporte y apoyo a la actividad 

jurisdiccional de jueces y tribunales.  
d) Organización de carácter instrumental que complementa la actividad jurisdiccional de 

jueces y tribunales. 
 
 

38. Los conflictos de competencia que puedan producirse entre Juzgados o Tribunales de 
distinto orden jurisdiccional, integrados en el Poder Judicial, se resolverán: 

 a) Por una Sala especial del Tribunal Supremo, presidida por el Presidente y compuesta 
por dos Magistrados, uno por cada orden jurisdiccional en conflicto. 

b) Por la Sala de Conflictos de Jurisdicción, compuesta por el Presidente del Tribunal 
Supremo y dos Magistrados de la Sala del Tribunal Supremo del orden jurisdiccional 
en conflicto. 

c) Por Consejo General del Poder Judicial. 
d) Por la Sala de Conflictos de competencia. 

 
 

39. I    Indique cuál de las siguientes instituciones no es una institución prevista en el Estatuto de 
Autonomía de Extremadura:  

 a) D Defensor del Pueblo extremeño con sede en Plasencia.  



b)    Consejo Consultivo con sede en Badajoz.  
c) Asamblea de Extremadura con sede en Mérida 
d) Consejo de Cuentas con sede en Cáceres 

 
 

40.    La iniciación del procedimiento administrativo destinado a sancionar a una persona 
debe producirse: 

 a) Por el órgano administrativo instructor competente de oficio, sin que, en ningún caso, 
pueda instarse a ello por una denuncia. 

b) Por el órgano administrativo competente de oficio, con el acuerdo previo del superior 
jerárquico. 

c) Exclusivamente por denuncia de un funcionario. 
d) Por acuerdo del órgano competente de oficio, bien por propia iniciativa o como 

consecuencia de orden superior, a petición razonada de otros órganos o por denuncia 
de cualquier persona. 

 

41. La Ley 5/2007, de 19 de abril, General de Hacienda Pública de Extremadura establece que 
el proyecto de Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma será remitido a 
la Asamblea para su examen, enmienda y aprobación antes… 

 a) del 1 de octubre del año anterior al que se refiera. 
b) del 15 de octubre del año anterior al que se refiera. 
c) del 31 de octubre del año anterior al que se refiera. 
d) del 1 de noviembre del año anterior al que se refiera. 

 
 

42. La Comunidad Autónoma de Extremadura participa en el siguiente porcentaje de la 
recaudación líquida que se obtenga en cada ejercicio por el Impuesto sobre el Valor Añadido 
(IVA): 

 a) 35% 
b) 40%. 
c) 50% 
d) 58% 

 
 

43. En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, la Comunidad Autónoma de 
Extremadura puede asumir competencias normativas sobre: 

 a) Los tipos de gravamen autonómicos de la base liquidable del ahorro. 
b) Deducciones en la cuota íntegra autonómica por inversiones empresariales. 
c) Variaciones en los porcentajes de deducción por inversión en vivienda habitual. 
d) Los pagos a cuenta del Impuesto. 

 
 

44. Cuando el Estado o las Corporaciones Locales transfieran a las Comunidades Autónomas 
competencias en cuya ejecución o desarrollo presten servicios o realicen actividades gravadas 
con tasas, éstas se considerarán respecto de la Comunidad Autónoma como: 

 a) tributos delegados. 
b) tributos cedidos. 
c) tributos transferidos. 
d) tributos propios. 

 



 
45. Conforme a la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas, ¿cuál de los 

siguientes tributos podrá ser cedido a las Comunidades Autónomas en porcentaje del 100%? 
 a) El Impuesto sobre la Electricidad. 

b) El Impuesto sobre el valor Añadido. 
c) El Impuesto sobre Hidrocarburos cuando se trate del tipo estatal general. 
d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 
 

46. Conforme a la Ley General Tributaria, con carácter general, las bases imponibles se 
determinarán a través del método de: 

 a) Estimación directa. 
b) Estimación objetiva. 
c) Estimación indirecta. 
d) Estimación simplificada. 

 
 

47. La obtención de una subvención falseando las condiciones requeridas para su concesión u 
ocultando las que la hubiesen impedido o limitado se tipifica en la legislación autonómica 
extremeña como: 

 a) Infracción leve. 
b) Infracción grave. 
c) Infracción muy grave. 
d) Esa conducta no está tipificada en la legislación autonómica como infracción 

administrativa dado que constituye una infracción penal. 
 
 

48. En las subvenciones a otorgar por la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura por el procedimiento de concesión directa mediante convocatoria abierta el 
plazo máximo de vigencia de la convocatoria de subvenciones a los efectos de presentación 
de solicitudes no podrá exceder de: 

 a) Tres meses. 
b) Seis Meses. 
c) Un año. 
d) Ninguno, ya que no se contempla la concesión directa de las subvenciones y sí exigirse 

siempre la concurrencia competitiva. 
 
 

49. Es causa de nulidad de la resolución de concesión de una subvención otorgada por la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura cuando concurra: 

 a) La carencia o insuficiencia de crédito. 
b) La obtención de la subvención falseando las condiciones requeridas para ello u 

ocultando aquéllas que lo hubieran impedido. 
c) El incumplimiento total o parcial del objetivo, de la actividad, del proyecto o la no 

adopción del comportamiento que fundamentan la concesión de la subvención. 
d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 

 
 
 
 



50. Conforme a la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil: 
 a) El demandado puede denunciar la falta de competencia objetiva mediante la 

declinatoria y nunca mediante inhibitoria. 
b) La falta de competencia territorial puede ser apreciada cuando el demandado proponga 

en tiempo y forma la declinatoria o inhibitoria, alternativamente. 
c) La falta de competencia territorial nunca ha de examinarse de oficio al operar en todo 

caso la sumisión expresa o la tácita. 
d) La falta de competencia objetiva no es apreciable de oficio en sede de recurso. 

 
 

51. En el proceso civil cuando se ejerciten conjuntamente varias acciones frente a una misma 
persona (litisconsorcio activo) será tribunal competente, en primer término, el del lugar… 

 a) Al que corresponda la acción que sea fundamento de las demás. 
b) Al de aquel que deba conocer del mayor número de las acciones acumuladas. 
c) Al que corresponda la acción mas importante cuantitativamente. 
d) A cualquiera de ellos a elección del demandante. 

 
 

52. Conforme a la Ley General Tributaria, el derecho de la Administración para iniciar el 
procedimiento de comprobación de deducciones aplicadas o pendientes de aplicación, 
prescribirá una vez transcurrido el siguiente número de años (a contar desde el día siguiente 
a aquel en que finalice el plazo reglamentario establecido para presentar la declaración o 
autoliquidación correspondiente al ejercicio o periodo impositivo en que se generó el derecho 
a aplicar dichas deducciones):  

 a) a los 4 años. 
b) a los 5 años. 
c) a los 10 años. 
d) a los 15 años. 

 
 

53. En las reclamaciones económico-administrativas, procede la suspensión automática de la 
ejecución del acto impugnado sin necesidad de aportar garantías, cuando: 

 a) Se trata de una sanción tributaria. 
b) Cuando dicha ejecución pudiera causar perjuicios de difícil o imposible reparación. 
c) Cuando se haya incurrido en un error aritmético, material o de hecho. 
d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 

 
 

54. Respecto a la Jurisdicción Voluntaria:   
 a) Corresponde exclusivamente a los Jueces y Magistrados protagonizar las actuaciones 

de los expedientes de jurisdicción voluntaria. 
b) La jurisdicción voluntaria está reservada siempre a los Jueces y solo en algunos casos 

a los Letrados de la Administración de Justicia. 
c) La competencia para el conocimiento del expediente de nombramiento de un defensor 

judicial corresponde al Letrado de la Administración de Justicia. 
d) El expediente de deslinde sobre fincas que no estuvieran inscritas en el Registro de la 

Propiedad se atribuye a los Notarios. 
 
 
 



55. En el ámbito tributario tienen la consideración de liquidaciones definitivas las dictadas como 
terminación de los siguientes procedimientos: 

 a) Procedimiento de verificación de datos. 
b) Procedimiento de gestión iniciado mediante declaración. 
c) Procedimiento de inspección de alcance general, salvo excepciones que 

normativamente se hayan previsto. 
d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 

 
 

56. En el caso de deudas tributarias resultantes de liquidaciones practicadas por la 
Administración, el pago en período voluntario deberá hacerse en los siguientes plazos: 

 a) Antes del día 20 del mes posterior a la notificación. 
b) Antes del día cinco del segundo mes posterior a la notificación. 
c) Antes de los 20 días hábiles posteriores a la notificación. 
d) El plazo varía según la notificación se practique en la primera o segunda quincena del 

mes. 
 
 

57. Los precios públicos de la Comunidad Autónoma de Extremadura se fijarán: 
 a) De forma que su rendimiento no exceda del coste total del servicio o actividad de que 

se trate, incluyendo tanto los costes directos como los indirectos. 
b) A un nivel que, como mínimo, cubran los costes económicos del bien vendido o 

servicio o actividad prestados. 
c) A un nivel que, como mínimo, cubran los costes económicos del bien vendido o 

servicio o actividad prestados. 
d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 
 

58. Los actos de gestión, liquidación, recaudación e inspección de Tasas y Precios Públicos de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura serán recurribles:  

 a) Preceptivamente en reposición ante el órgano que dictó el citado acto. 
b) En alzada ante el titular de la Consejería al que pertenece el órgano que dictó el acto. 
c) Ante la Junta Económico-Administrativa. 
d) Ante el Tribunal Económico Administrativo Regional de Extremadura. 

 
 

59. Los precios públicos de la Comunidad Autónoma de Extremadura regulados en la Ley 
18/2001, de 14 de diciembre, sobre Tasas y Precios Públicos de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura… 

 a) Se establecen por Orden del titular de la Consejería con competencias en materia de 
Hacienda. 

b) Mediante Orden del titular de la Consejería con competencias en materia de Hacienda 
podrán establecerse exenciones o reducciones de los precios públicos motivadas en 
razones económicas, culturales, sociales o benéficas que aconsejen otorgar el beneficio 
y siempre que existan consignadas en el Presupuesto de la Comunidad Autónoma 
dotaciones suficientes para cubrir la parte subvencionada. 

c) Podrán exigirse mediante el procedimiento administrativo de apremio cuando hayan 
transcurrido seis meses desde su vencimiento sin haberse podido conseguir su cobro. 



d) Podrán establecerse mediante Decreto del Consejo de Gobierno por la utilización 
privativa o aprovechamiento especial del dominio público de la Comunidad Autónoma 
de Extremadura. 

 
 

60. El Canon de Saneamiento regulado en la Ley 2/2012, de 28 de junio, de medidas urgentes en 
materia tributaria, financiera y de juego de la Comunidad Autónoma de Extremadura… 

 a) Es un impuesto cedido a la Comunidad Autónoma de Extremadura. 
b) Es un tributo propio de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 
c) Es una tasa de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 
d) Es un precio público de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 

 
 

61. En Código Civil al regular la donación establece: 
 a) Nunca produce efectos si se hace verbalmente, ya que es preciso que siempre conste 

por escrito. 
b) Rige la regla general de que pueda hacerse verbalmente o por escrito. 
c) Para su validez ha de hacerse siempre en escritura pública. 
d) En cualquier caso, produce efectos desde la aceptación. 

 
 

62. La Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades 
Autónomas, contempla como uno de los recursos de financiación de las Comunidades 
Autónomas la participación en el… 

 a) Fondo de Competitividad Autonómica. 
b) Fondo de Garantía Global. 
c) Fondo de Suficiencia Global. 
d) Fondo de Suficiencia Autonómica. 

 
 

63. En el proceso civil se decidirán en juicio ordinario, cualquiera que sea la cuantía, las 
demandas… 

 a) Relativas a derechos honoríficos de la persona. 
b) Las que pretendan la recuperación de la plena posesión de una finca rústica o urbana, 

cedida en precario, por el dueño, usufructuario o cualquier otra persona con derecho a 
poseer dicha finca. 

c) Las que pretendan que el tribunal resuelva, con carácter sumario, la suspensión de una 
obra nueva. 

d) Las que soliciten alimentos debidos por disposición legal o por otro título. 
 
 

64. Los artículos 1484 y 1485 del Código Civil, al regular el saneamiento por los vicios o defectos 
ocultos de la cosa vendida, establecen: 

 a) El vendedor no responde al comprador del saneamiento por los vicios o defectos 
ocultos del animal o la cosa vendida cuando aquel (el vendedor) los ignorase al tiempo 
de la venta. 

b) El vendedor no responde al comprador del saneamiento por los vicios o defectos 
ocultos del animal o la cosa vendida cuando así se hubiera pactado en el contrato para 
el caso de que aquel (el vendedor) ignorase su existencia al tiempo de la venta. 



c) El vendedor responde al comprador del saneamiento por los vicios o defectos ocultos 
del animal o la cosa vendida con independencia de lo pactado en el contrato al ser un 
derecho indisponible del comprador que no permite su renuncia por anticipado. 

d) El vendedor responde al comprador del saneamiento por los vicios o defectos ocultos 
del animal o la cosa vendida con independencia de que éste (el comprador) sea un 
perito que, por razón de su oficio o profesión, debía fácilmente conocerlos. 

 
 

65. En una enajenación de finca arrendada sometida a la Ley 49/2003, de 26 de noviembre, de 
Arrendamientos Rústicos en su redacción vigente, ¿cuál de los siguientes derechos de tanteo 
resulta preferente en caso de concurrencia del derecho del arrendatario con el de comuneros 
y el de colindantes?: 

 a) El retracto de comuneros establecido por el artículo 1522 del Código Civil en el caso 
de enajenarse a un extraño la parte de todos los demás condueños o de alguno de ellos. 

b) El retracto de colindantes establecido por el artículo 1523 del Código Civil cuando no 
excedan de una hectárea tanto la finca objeto de retracto como la colindante que lo 
fundamente. 

c) El del arrendatario al resultar, conforme al artículo 22 de la Ley 49/2003, preferente 
en todo caso respecto al del resto de derechos de retracto. 

d) El del primero de los tres anteriores (comunero, colindante y arrendatario) que lo 
ejercite. 

 
 

66. El arrendamiento de una vivienda sometida al régimen vigente de la Ley 29/1994, de 24 de 
noviembre, de Arrendamientos Urbanos contempla el siguiente plazo mínimo de duración 
del contrato: 

 a) De tres años. 
b) De cinco años. 
c) De cinco años si el arrendador es persona física y de siete años si es persona jurídica. 
d) La duración del arredramiento es la libremente pactada por las partes y no se 

contempla plazo mínimo de duración. 
 
 

67. Conforme a la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje: 
 a) Son susceptibles de arbitraje todas las controversias sobre materias a las que 

voluntariamente se sometan las partes en conflicto. 
b) Cuando el arbitraje se haya de resolver por tres o más árbitros, se requerirá que al 

menos uno de ellos tenga la condición de jurista. 
c) En los asuntos que se rijan por esta ley no podrá intervenir ningún tribunal en ninguna 

actuación. 
d) Se contempla dentro del ámbito de aplicación de la ley los arbitrajes laborales sin 

perjuicio de otras normas especiales que resulten aplicables. 
 
 

68. En el proceso civil se deciden en el juicio verbal, al margen de las materias reservadas al 
juicio ordinario, las demandas cuya cuantía no exceda de: 

 a) 6.000 euros. 
b) 6.001 euros. 
c) 15.000 euros. 
d) 30.000 euros. 



 
69. En la Ley de Enjuiciamiento Civil vigente se contempla como recurso devolutivo: 
 a) El recurso de reposición. 

b) El recurso de apelación. 
c) El recurso en interés de la ley. 
d) La b) y la c) son correctas. 

 
 

70. Conforme al Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley Concursal, el concurso se calificará como: 

 a) Fortuito o culpable. 
b) Fortuito o fraudulento. 
c) Fortuito o ilícito. 
d) Fortuito o doloso. 

 
 

71. En materia de costas, en los procedimientos civiles y en aquellos en los que resulte de 
aplicación supletoria: 

 a) El Letrado de la Administración de justicia no puede tasar las costas si el condenado 
al pago goza del beneficio de justicia gratuita. 

b) Las Administraciones Públicas gozan de exención en el pago de costas. 
c) El beneficiario de la condena en costas podrá solicitar la tasación en cualquier 

momento posterior a aquel en que se declara la firmeza de la sentencia que contiene 
una expresa condena en costas. 

d) El condenado al pago de las costas en un proceso declarativo solo estará obligado a 
pagar como máximo por honorarios de abogado y de otros profesionales no sujetos a 
tarifa o arancel una cantidad que no exceda del tercio de la cuantía del procedimiento. 

 
 

72. Las reclamaciones económico-administrativas se tramitarán por el procedimiento abreviado 
cuando, tratándose de reclamaciones contra bases o valoraciones, sean de cuantía inferior a: 

 a) 6.000 euros. 
b) 30.000 euros. 
c) 50.000 euros. 
d) 72.000 euros. 

 
 

73. En el interrogatorio de testigos la Ley de Enjuiciamiento Civil exige que: 
 a) Es necesario que las preguntas se formulen en sentido positivo. 

b) Es necesario que el testigo sea mayor de 14 años. 
c) A todos los testigos se les ha de exigir que antes de declarar preste juramento o promesa 

de decir verdad. 
d) Las partes podrán proponer cuantos testigos estimen convenientes en razón de que 

estos hayan tenido noticia de hechos controvertidos relativos a lo que sea objeto del 
juicio. 

 
 

74. La exigencia del interés de demora tributario: 
 a) Requiere la previa intimación de la Administración. 

b) Requiere la concurrencia de un retraso culpable en el obligado. 



c) No se exigen a partir del momento en que se incumplan los plazos máximos para 
notificar el acto de liquidación. 

d) No es compatible con el recargo de apremio ordinario. 
 
 

75. La Ley de Enjuiciamiento Civil al tratar la figura de la reconvención establece: 
 a) Exige que su proposición se haga siempre a continuación de la contestación. 

b) Se ha de dirigir contra el demandante sin que pueda plantearse también contra sujetos 
no demandantes. 

c) Se admite la llamada reconvención implícita. 
d) El Juzgado de Primera Instancia ante el que se estuviera tramitando un proceso, cuando 

se planteara mediante reconvención una acción conexa a la principal, acordará su 
inadmisión en el caso de que la competencia para conocer de dicha reconvención 
corresponda a los Juzgados de lo Mercantil. 

 
 

76. La comparecencia en juicios civiles por medio de Procurador…  
 a) Requiere poder declarado bastante por un Letrado. 

b) No es preceptiva su intervención en los juicios de Menor Cuantía. 
c) Precisa poder especial para las manifestaciones que puedan comportar sobreseimiento 

del proceso por satisfacción extraprocesal. 
d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 
 

77. La Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades 
Autónomas 
 establece que las Comunidades Autónomas pueden establecer un gravamen por la 
utilización de su dominio público, al cual se le ha de otorgar la naturaleza de: 

 a) Impuesto. 
b) Tasa. 
c) Precio Público. 
d) Contribución Especial. 

 
 

78. Respecto al embargo de bienes en un procedimiento de ejecución dineraria, la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (artículo 592.2) establece que, de los siguientes bienes, se trabará en 
primer lugar: 

 a) Joyas y objetos de arte. 
b) Rentas en dinero, cualquiera que sea su origen y la razón de su devengo. 
c) Intereses, rentas y frutos de toda especie. 
d) Bienes muebles o semovientes. 

 
 

79. En la jurisdicción civil el recurso de casación: 
 a) El escrito de interposición se presenta ante la Audiencia Provincial que hubiese dictado 

la sentencia objeto de impugnación. 
b) El escrito de preparación se presenta ante el Tribunal Superior de Justicia 

correspondiente. 
c) El escrito de preparación se presenta ante la Sala Primera del Tribunal Supremo. 



d) El escrito de preparación se presenta ante la Audiencia Provincial autora de la 
sentencia y el de interposición ante la Sala Primera del Tribunal Supremo. 

 
 

80. En el proceso civil las partes podrán solicitar la suspensión del proceso: 
 a) que será acordada por el Letrado de la Administración de Justicia mediante diligencia 

de ordenación siempre que no perjudique al interés general o a tercero y que el plazo 
de la suspensión no supere los noventa días. 

b) que será acordada por el Letrado de la Administración de Justicia mediante decreto 
siempre que no perjudique al interés general o a tercero y que el plazo de la suspensión 
no supere los sesenta días. 

c) que será acordada por el juez mediante auto siempre que no perjudique al interés 
general o a tercero y que el plazo de la suspensión no supere los sesenta días. 

d) que será acordada por el juez mediante auto siempre que no perjudique al interés 
general o a tercero y que el plazo de la suspensión no supere los noventa días. 

 
 

81. ¿Qué órgano de la Jurisdicción Contencioso-administrativa es competente para conocer 
de una demanda de responsabilidad patrimonial contra una resolución del SES por 
importe de 350.000 €?  

 a) Los Juzgados Centrales de lo Contencioso-administrativo.  
b) Las Salas de lo Contencioso-administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia.  
c) La Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional.   
d) Los Juzgados de lo Contencioso-administrativo. 

 
 

82. .-¿Qué plazo hay para interponer un recurso para la protección para la protección de los 
derechos fundamentales de la persona? 
 

 a) El plazo para interponer este recurso será de veinte días, que se computarán, según 
los casos, desde el día siguiente al de notificación del acto, publicación de la 
disposición impugnada, requerimiento para el cese de la vía de hecho, o transcurso 
del plazo fijado para la resolución, sin más trámites. 

b) El plazo para interponer este recurso será de diez días, que se computarán, según los 
casos, desde el día siguiente al de notificación del acto, publicación de la disposición 
impugnada, requerimiento para el cese de la vía de hecho, o transcurso del plazo fijado 
para la resolución, sin más trámites. 

c) El plazo para interponer este recurso será de diez días, que se computarán, según los 
casos, desde el mismo día de la notificación del acto.  

d) El plazo para interponer este recurso será de quince días, que se computarán, según 
los casos, desde el mismo día de la notificación del acto. 

 
 

83. En el procedimiento contencioso-administrativo, cuando no se puede emplazar a algún 
interesado en el expediente en el domicilio que conste, ¿cómo se debe actuar?  

 a) Cuando no hubiera sido posible emplazar a algún interesado en el domicilio que 
conste, el Secretario judicial mandará insertar el correspondiente edicto en el 
periódico oficial que proceda atendiendo al ámbito territorial de competencia del 
órgano autor de la actividad administrativa recurrida. 

b) Se debe insertar el correspondiente edicto en el Boletín Oficial del Estado.  



c) Se debe insertar el correspondiente edicto únicamente en un periódico de mayor 
difusión del ámbito territorial de competencia del órgano autor de la actividad 
administrativa recurrida. 

d) Se debe insertar el correspondiente edicto preceptivamente en el Boletín Oficial del 
Estado y potestativamente en el periódico oficial que proceda atendiendo al ámbito 
territorial de competencia del órgano autor de la actividad administrativa recurrida 

 
 

84. ¿Cuándo se puede pedir el recibimiento del proceso a prueba en un procedimiento 
contencioso-administrativo? 

 a) Solamente se puede pedir en la demanda. 
b) Solamente se puede pedir en la contestación.  
c) Solamente se puede pedir en la demanda y en la contestación.  
d) Solamente se puede pedir en la demanda, en la contestación y en los escritos de 

alegaciones complementarias 
 
 

85. Si las partes no hubieran formulado solicitud de vista o conclusiones en el proceso 
contencioso- administrativo: 

 a) El Juez o Tribunal, excepcionalmente, atendida la índole del asunto, podrá acordar la 
celebración de vista o la formulación de conclusiones escritas. 

b)  El Juez  o Tribunal directamente dictará sentencia. 
c) El Letrado judicial inadmitirá la demanda.  
d) Se concederá a las partes el plazo de quince días para que se pronuncien sobre ello. 

 
 

86.  Cuando en  un recurso de apelación en un procedimiento contencioso-administrativo se 
solicita la práctica de pruebas que fueron denegadas, ¿cómo se practica la prueba si la 
Sala la considera procedente?  
 

 a) Su práctica tendrá lugar a puerta cerrada.  
b) En segunda instancia no se practica nunca ninguna prueba.  
c) Su práctica tendrá lugar con citación solamente de la parte que la ha propuesto.  
d) Su práctica tendrá lugar con citación de las partes. 

 
 

87. En el proceso contencioso administrativo, en sus actuaciones ante órganos unipersonales, 
las partes podrán 

 a) Actuar por sí mismas, sin abogado ni procurador, aun cuando no sean funcionarios 
públicos. 

b) Conferir su representación a un procurador y serán asistidas, en todo caso, por 
Abogado. 

c) Actuar siempre con procurador y abogado. 
d) Conferir su representación a un procurador pero actuar sin   Abogado. 

 
 

88. Cuando la Administración fuere condenada al pago de cantidad líquida: 
 a) El órgano encargado de su cumplimiento acordará el pago con cargo al crédito 

correspondiente. 



b) El órgano encargado de su cumplimiento acordará el pago con cargo al crédito 
correspondiente, salvo que  fuese necesario realizar una modificación presupuestaria, 
en cuyo caso se declarará inejecutable la sentencia. 

c) Será siempre el Consejo de Gobierno quien acuerde el pago. 
d) El Juzgado o Tribunal que ha dictado la sentencia deberá requerir a la Administración 

el pago en el plazo de quince días. 
 
 

89. En la Jurisdicción Contencioso administrativa, aunque los plazos son improrrogables, y 
una vez transcurridos el Secretario judicial correspondiente tendrá por caducado el 
derecho y por perdido el trámite que hubiere dejado de utilizar… 

 a) No obstante, se admitirá siempre cualquier escrito que proceda, y producirá sus 
efectos legales, si se presentare dentro del día en que se notifique la resolución. 

b) No obstante, se admitirá el escrito que proceda, y producirá sus efectos legales, si se 
presentare dentro del día en que se notifique la resolución, salvo cuando se trate de 
plazos para preparar o interponer recursos. 

c) No se admitirá ningún escrito 
d) Se admitirá el escrito que proceda, siempre y cuando se justifique debidamente el 

motivo por el que no se presentó en plazo 
 
 

90. Los órganos jurisdiccionales que han de conocer de los procesos atribuidos al orden   
jurisdiccional social son: 

 a) Juzgados de lo Social y Sala de lo Social del Tribunal Supremo  
b) Juzgados de lo Social y Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia. 
c) Juzgados de lo Social y Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia, de 

la  Audiencia Nacional y del Tribunal Supremo.  
d) Juzgados de lo Social y Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia y 

del Tribunal Supremo. 
 
 

91. Contra los Autos dictados por los Juzgados de lo Social: 
 a) No cabe ningún tipo de Recurso. 

b) Cabe Recurso de Apelación ante la Salas de lo Social del Tribunal Superior de justicia  
c) Cabe Recurso de Reposición ante el mismo juez o tribunal que dictó la resolución 

recurrida. 
d) Cabe Recurso de Suplicación siempre y cuando se trata de procedimientos en materia 

de despido 
 
 

92. El Recurso de Suplicación tendrá por objeto:  
 a) Sólo revisar los hechos declarados probados, a la vista de las pruebas documentales y 

periciales practicadas y Examinar las infracciones de normas sustantivas o de la 
jurisprudencia. 

b) Reponer los autos al estado en el que se encontraban en el momento de cometerse una 
infracción de normas o garantías del procedimiento que haya producido indefensión; 
Revisar los hechos declarados probados, a la vista de las pruebas documentales y 
periciales practicadas y examinar las infracciones de normas sustantivas o de la 
jurisprudencia. 

c) Sólo examinar las infracciones de normas sustantivas o de la jurisprudencia.  



d) Sólo reponer los autos al estado en el que se encontraban en el momento de cometerse 
una infracción de normas o garantías del procedimiento de carácter grave. 

 
 

93. Los empleados públicos se clasifican en: 
 a) Funcionarios de carrera, Funcionarios interinos y  Personal eventual. 

b) Funcionarios de carrera, Funcionarios interinos y  Personal laboral. 
c) Funcionarios de carrera  y  Funcionarios interinos. 
d) Funcionarios de carrera,  Funcionarios interinos,  Personal laboral, ya sea fijo, por 

tiempo indefinido o temporal y  Personal eventual. 
 
 

94. Los sistemas selectivos de funcionarios de carrera serán: 
 a) Oposición y concurso-oposición 

b) Oposición, concurso-oposición y, excepcionalmente, sólo en virtud de ley, el sistema 
de concurso que consistirá únicamente en la valoración de méritos. 

c) Oposición, concurso oposición y libre designación. 
d) Oposición, concurso oposición, concurso  y libre designación. 

 
 

95. La sanción de separación del servicio a los funcionarios públicos : 
 a) Comportará la revocación de su nombramiento, y sólo podrá imponerse por  la 

comisión de faltas muy graves. 
b)  Comportará la revocación de su nombramiento durante al menos dos años, y  sólo 

podrá imponerse por  la comisión de faltas muy graves. 
c) Comportará la revocación de su nombramiento, y podrá imponerse por  la comisión 

de faltas muy graves y graves. 

d) Sólo podrá imponerse si el funcionario lleva menos de diez años de ejercicio desde su 
nombramiento. 

 
 

96. Según la Ley de la Función Pública de Extremadura, las retribuciones básicas de los 
funcionarios  están integradas por: 

 a) Sueldo, trienios y complemento de destino. 
b) Sueldo y los complementos que determine cada  Comunidad Autónoma . 
c) Sueldo, trienios y complemento de productividad. 
d) Sueldo, trienios y los componentes de sueldo y trienios de las pagas extraordinarias. 

 
 

97. Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura regula: 

 a) La organización y el funcionamiento del Gobierno y de la Administración tanto de la 
Comunidad Autónoma como de la local . 

b) La organización y el funcionamiento del Gobierno y de la Administración tanto de la 
Comunidad Autónoma como de la local y de sus organismos públicos. 



c) La organización y el funcionamiento del Gobierno y de la Administración de la 
Comunidad Autónoma  y de sus Organismos públicos. 

d) La organización y el funcionamiento del Gobierno y de la Administración  de la 
Comunidad Autónoma, de las Diputaciones provinciales y de los Ayuntamientos. 

 
 

98. Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura dispone  que son órganos de Gobierno y Administración de la 
Comunidad Autónoma: 

 a) El Presidente de la Junta de Extremadura, los Consejeros y los Directores Generales. 
b) El Presidente de la Junta de Extremadura y  los Consejeros. 
c) El Presidente de la Junta de Extremadura, la Junta de Extremadura y los Consejeros. 
d) El Presidente de la Junta de Extremadura y la Junta de Extremadura 

 
 

99. Conforme a la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, la Junta de Extremadura está compuesta: 

 a) Por el  Presidente, Vicepresidente o Vicepresidentes, si los hubiere, y los Consejeros. 
b) Por el  Presidente, Vicepresidente,  Consejeros, Secretarios Generales y Directores 

Generales.  
c) Por el Presidente, Consejeros  y aquellos cargos que designe el Presidente 
d) Por el Presidente,  los Consejeros y el Presidente de la Asamblea 

 
 

100. Respecto a las relaciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura con otras 
Administraciones Públicas: 

 a) Podrá celebrar Convenios de colaboración sólo con otras Comunidades Autónomas. 
b) Podrá celebrar Convenios de colaboración con otras Administraciones Públicas, 

previa autorización de la Administración del Estado.  
c) Podrá celebrar Convenios de colaboración con otras Administraciones Públicas en el 

ámbito de sus respectivas competencias. 
d) No puede celebrar Convenios de colaboración. 

 
 

101. El número, denominación y  competencias de las distintas Consejerías se modifica: 
 a) Por Decreto del Presidente, dando inmediata cuenta a la Asamblea. 

b) Por Ley de la Asamblea de Extremadura. 
c) Por Acuerdo del Consejo de Gobierno  
d) Por Decreto del Presidente, previa autorización de la Asamblea 

 
 
 

102. El funcionamiento del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma se 
regirá: 

 a) Únicamente por el Estatuto de Autonomía y sus normas de desarrollo 
b) Por el Estatuto de Autonomía y Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la 

Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 



c) Por lo dispuesto en la Constitución, en el Estatuto de Autonomía de Extremadura, por 
las disposiciones contenidas en la Ley de Gobierno  y Administración y demás Leyes 
aprobadas por la Asamblea en el ámbito de sus facultades, así como por las demás 
normas que se dicten en el ejercicio de la potestad reglamentaria. 

d)  Por la Constitución y el Estatuto de Autonomía. 
 
 

103. Los organismos públicos de la Comunidad Autónoma de Extremadura . 
 a) Tienen personalidad jurídica pública diferenciada y podrán tener patrimonio y 

tesorería propios y autonomía de gestión. 
b) No tienen personalidad jurídica distinta a la de la Junta de Extremadura. 
c) No pueden tener patrimonio propio. 
d) No tienen autonomía de gestión. 

 
 

104. La responsabilidad patrimonial de la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura, por los daños ocasionados a los ciudadanos en cualquiera de sus bienes o 
derechos, como consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios 
públicos, se regirá: 

 a) Por la Constitución y el Estatuto de Autonomía. 
b) Por la Constitución, el Estatuto de Autonomía y la Ley de Responsabilidad 

Patrimonial de la Junta de Extremadura. 
c) Por la legislación básica del Estado en la materia y por las disposiciones que la 

Comunidad Autónoma dicte en el ejercicio de sus propias competencias.  
d) Sólo  por la legislación básica del Estado. 

 
 

105. El ejercicio de la potestad sancionadora en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura  corresponde: 

 a) Siempre a los Consejeros . 
b)  Al Consejo de Gobierno   
c) A los órganos administrativos que la tengan expresamente atribuida, por disposición 

de rango legal o reglamentario. 
d) A los Secretarios Generales. 

 
 

106. Durante la tramitación de un procedimiento, con carácter general : 
 a) El interesado podrá requerir al órgano correspondiente que las notificaciones 

sucesivas no se practiquen por el medio inicialmente elegido, indicándose en la 
solicitud de modificación el nuevo medio de notificación preferente. 

b) No se puede cambiar el medio de notificación una vez iniciado el procedimiento. 
c) Sólo se puede cambiar si el procedimiento ha sido iniciado a instancia de parte. 
d) Si se cambia el medio elegido inicialmente, la  Administración decidirá cuál será el 

medio a utilizar hasta el fin del procedimiento 
 
 

107. La tramitación de una iniciativa normativa  por la vía de urgencia implicará: 
 a) Que no es necesario realizar informe de necesidad y  oportunidad. 

 
b) Sólo cabe tramitar por vía de urgencia los Decretos-Leyes. 



c) Los plazos previstos para la realización de los trámites del procedimiento de 
elaboración de disposiciones normativas se reducirán a la mitad. 

d) No existe la vía de urgencia en la tramitación de una iniciativa normativa. 
 
 

108. La solicitud para que el ciudadano ejerza el derecho a la información pública, cuando se 
formula de forma imprecisa: 

 a) Debe ser rechazada, pero  el ciudadano puede recurrir contra  la inadmisión. 
b) Se advierte al solicitante  para que presente una nueva solicitud. 
c) Se requiere al solicitante para que exponga los motivos por los que quiere esa 

información. 
d) Se advertirá al solicitante de tal circunstancia,  concediéndole un plazo máximo de 

diez días hábiles para su subsanación y ofreciéndole asistencia para la concreción de 
su solicitud. 

 
 

109. La Ley 1/2014, de 18 de febrero, de regulación del estatuto de los cargos públicos del 
Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, afecta: 

 a) Al Presidente de la Junta de Extremadura, Vicepresidente, Consejeros, Secretarios 
generales, Directores generales y los equivalentes a ellos;  A los directores de los 
gabinetes del presidente y de los demás miembros del Gobierno de Extremadura y el 
personal eventual; A los presidentes, directores generales, directores gerentes y 
asimilados de los organismos y entidades que configuran el sector público 
administrativo de la Comunidad Autónoma; A los presidentes, consejeros delegados 
y asimilados de las entidades y sociedades que configuran el sector público 
empresarial de la Comunidad Autónoma;  A los presidentes, directores generales, 
directores gerentes y asimilados de las fundaciones que configuran el sector público 
fundacional de la Comunidad Autónoma; Al resto de cargos del sector público 
autonómico cuya designación sea efectuada mediante decreto o acuerdo del Consejo 
de Gobierno de la Comunidad Autónoma, siempre que exista remuneración por el 
desempeño de dichos cargos y  Al personal directivo público profesional en cualquiera 
de sus modalidades de relación administrativa o laboral, de conformidad a lo que 
establece esta ley y la legislación del empleado público. 

b) Únicamente al Presidente de la Junta de Extremadura y a los Consejeros. 
c) A todos los funcionarios públicos de libre designación. 
d) A todos los altos cargos de la Junta de Extremadura y funcionarios de la 

Administración local. 
 
 

110. Corresponde a los Letrados de la Abogacía General de la Junta de Extremadura :  
 a) Únicamente la defensa de la Administración de la Junta de Extremadura. 

b) Únicamente la  representación y defensa de la Administración de la Junta de 
Extremadura. 

c) La representación y defensa de la Administración de la Junta de Extremadura y sus 
organismos públicos dependientes ante toda clase de órganos judiciales, 
jurisdiccionales y ante el Tribunal de Cuentas. 

d) La representación y defensa de la Administración de la Junta de Extremadura y sus 
organismos públicos dependientes sólo ante la Jurisdicción  Contenciosa 
Administrativa y ante el Tribunal de Cuentas 

 



 
111. En los procesos seguidos ante cualquier jurisdicción en que sean parte la Junta de 

Extremadura y sus organismos públicos dependientes, salvo que las normas procesales 
dispongan otra cosa, las notificaciones, citaciones, emplazamientos y demás actos de 
comunicación procesal se entenderán directamente con: 

 a) El órgano de la Consejería competente por razón de la materia. 
b) La Letrada General. 
c) El procurador que siempre se designa para la representación de los intereses de la 

Junta de Extremadura o sus organismos autónomos en cada procedimiento. 
d)  Los Letrados de la Junta de Extremadura. 

 
 

112. La Abogacía General de la Junta de Extremadura, bajo la superior dirección de su titular, 
se organiza en las siguientes áreas funcionales:  

 a) Área de Servicios Administrativos y Área  de Servicios judiciales.  
b) Área de  Servicios Consultivos y Área de  Servicios Contencioso.  
c) Área de los Servicios Consultivos; Área de los Servicios Contenciosos y Área de 

Asistencia Letrada 
d) La Abogacía General no  tiene Áreas.  

 
 

113. La secretaría de la Comisión jurídica corresponde: 
 a) A un funcionario de carrera del Cuerpo de Titulados Superiores, Especialidad 

Jurídica, de la Junta de Extremadura. 
b) A un funcionario de carrera de la Junta de Extremadura, de la Asamblea de 

Extremadura o de cualquier cuerpo o especialidad similar de cualquier 
Administración pública, siempre que lleve en activo al menos diez años. 

c) A un funcionario de carrera de la Junta de Extremadura, de la Asamblea de 
Extremadura o de cualquier cuerpo o especialidad similar de cualquier 
Administración pública, siempre que no haya desempeñado en los dos años anteriores 
cargo público representativo o de naturaleza eventual. 

d) A un Letrado de la Abogacía General. 
 
 

114. La ejecución material  de una sentencia firme corresponde: 
 a) Al órgano que en el momento de la ejecución resulte competente por razón de la 

materia sobre la que el litigio haya versado. 
b) A la Secretaría General de la Consejería competente en la materia . 
c) A la Abogacía General. 
d) Siempre al Consejo  de Gobierno. 

 
 

115. Es causa de pérdida de la condición de personal funcionario de carrera 
 a) La sanción disciplinaria de suspensión de funciones  por dos años .  

b) La renuncia a la condición de personal funcionario. 
c) La negativa a un traslado forzoso por necesidades del servicio. 
d) El despido. 

 
 



116. La condición de personal funcionario de carrera de las Administraciones públicas de 
Extremadura se adquiere por el cumplimiento sucesivo de los siguientes requisitos: 

 a) Superación del proceso selectivo; Nombramiento; Acto de acatamiento de la 
Constitución española, del Estatuto de Autonomía de Extremadura y del resto del 
ordenamiento jurídico y   Toma de posesión. 

b) Superación del proceso selectivo y   Toma de posesión. 
c) Superación del proceso selectivo; Nombramiento; elección de plaza y Toma de 

posesión. 
d) Es suficiente   la superación del proceso selectivo 

 
 

117. Los funcionarios de carrera de las Administraciones públicas de Extremadura podrán 
obtener la excedencia voluntaria por interés particular: 

 a) Una vez hayan sido nombrados funcionarios. 
b) Cuando hayan prestado servicios efectivos en cualquiera de las Administraciones 

Públicas durante un periodo mínimo de dos años inmediatamente anteriores, siempre 
y cuando no se les instruya expediente disciplinario o estén cumpliendo la sanción de 
suspensión firme de funciones. 

c) Cuando hayan prestado servicios efectivos en la Junta de Extremadura durante un 
periodo mínimo de dos años inmediatamente anteriores. 

d) Cuando hayan prestado servicios efectivos en cualquiera de las Administraciones 
Públicas durante un periodo mínimo de dos años inmediatamente anteriores, siempre 
y cuando sólo no se haya solicitado previamente en otra ocasión anterior. 

 
 

118. Los puestos que se hallen vacantes y figuren en las Relaciones de Puestos de Trabajo de 
personal laboral de la Junta de Extremadura, sus Organismos Autónomos y cualesquiera 
otras personas jurídicas de ella dependientes,  se cubrirán por los siguientes 
procedimientos y en el siguiente orden:  

 a) Turno de traslado, turno de ascenso y turno libre. 
b) Turno de ascenso, turno de traslado y turno libre. 
c) Turno de traslado y turno de ascenso. 
d) Turno libre, turno de traslado y turno de ascenso. 

 
 

119. La concesión o declaración de excedencia voluntaria del personal laboral de la Junta de 
Extremadura procederá en los siguientes supuestos: 

 a) Por incompatibilidad,  interés particular o  por acceder a la condición de Diputado de 
la Asamblea de Extremadura.  

b) Por incompatibilidad, interés particular o agrupación familiar  
c) Por interés particular,  agrupación familiar o pasar a prestar servicios en puestos 

directivos en cualquiera de las Administraciones Públicas dentro del ámbito territorial 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 

d) Por incompatibilidad, interés particular,  agrupación familiar, acceder a la condición 
de Diputado de la Asamblea de Extremadura o  pasar a prestar servicios en puestos 
directivos en cualquiera de las Administraciones Públicas dentro del ámbito territorial 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura 

 
 



120. El personal comprendido en el ámbito de aplicación de la Ley  13/2015, de 8 de abril, de 
Función Pública de Extremadura  podrá compatibilizar sus actividades: 

 a) Con el ejercicio de cualquier cargo, profesión o actividad, público o privado, por 
cuenta propia o ajena, siempre que no impida  o menoscabe el exacto cumplimiento 
de sus deberes, comprometa su imparcialidad o independencia o perjudique  los 
intereses generales 

b) Con el desempeño, por sí o mediante sustitución, de un segundo puesto de trabajo, 
cargo o actividad en el sector público, en cualquier caso. 

c) Sólo con el ejercicio de cualquier cargo, profesión o actividad, público o privado, por 
cuenta propia o ajena. 

d) Con el desempeño de un segundo puesto de trabajo, cargo o actividad en el sector 
público, en cualquier caso, siempre que sea por sustitución. 

 

 

  



TEST NÚMERO 2 (PREGUNTAS 1 A 80, AMBAS INCLUIDAS) 

 

 

1. NO serán objeto de inscripción en el Registro Mercantil: 
 a) Las comunidades de bienes 

b) Las sociedades anónimas 
c) Las sociedades de garantía recíproca 
d) Las cooperativas de crédito 

 
 

2.  La responsabilidad de los administradores sociales de una sociedad de capital que 
incumplan la obligación de convocar la junta general en el plazo de dos meses a contar 
desde el acaecimiento de una causa legal o estatutaria de disolución será: 

 a) Subsidiaria por las obligaciones sociales anteriores al acaecimiento de la causa de 
disolución 

b) Solidaria por las obligaciones sociales posteriores al acaecimiento de la causa de 
disolución  

c) Subsidiaria por las obligaciones sociales posteriores al acaecimiento de la causa de 
disolución  

d) Solidaria por las obligaciones sociales anteriores al acaecimiento de la causa de 
disolución  

 
 

3.  La junta general de una sociedad de capital (indique la respuesta correcta): 
 a) Se convocará necesariamente cuando lo soliciten uno o varios socios que representen 

el 1% del capital social 
b) Se convocará por los administradores y, en su caso, los liquidadores de la sociedad 
c) Se convocará únicamente por los administradores sociales 
d) Tendrá carácter extraordinario cuando tenga por objeto aprobar las cuentas del 

ejercicio anterior 
 
 

4.  El registro de una marca se otorga por un periodo de: 
 a) Diez años contados desde la fecha de presentación de la solicitud, sin posibilidad 

alguna de renovación 
b) Dos años contados desde la fecha de presentación de la solicitud, sin posibilidad 

alguna de renovación 
c) Dos años contados desde la fecha de presentación de la solicitud y podrá renovarse 

por períodos sucesivos de dos años 
d) Diez años contados desde la fecha de presentación de la solicitud y podrá renovarse 

por períodos sucesivos de diez años 
 
 

5.  El concurso de acreedores: 
 a) Podrá solicitarse únicamente por el deudor 

b) Podrá solicitarse por el deudor o por cualquiera de sus acreedores 



c) Será necesario si se solicita por el deudor antes de que concurra situación de 
insolvencia 

d) Será necesario si se solicita por el deudor cuando concurra situación de insolvencia 
 
 

6.  En relación con el cheque, es correcta la siguiente afirmación: 
 a) El cheque no puede ser aceptado 

b) El librado puede ser un banco o un comerciante 
c) El cheque no puede ser endosado 
d) El que debe pagar el cheque se denomina librador 

 
 

7.  Las leyes penales tendrán efecto retroactivo: 
 a) En todo caso 

b) Sólo cuando perjudiquen al reo 
c) Cuando beneficien al reo, siempre que no hubiere recaído sentencia firme al entrar en 

vigor 
d) Cuando beneficien al reo, aunque haya recaído sentencia firme al entrar en vigor y el 

sujeto estuviese cumpliendo condena 
 
 

8.  El error invencible sobre un hecho constitutivo de la infracción penal: 
 a) Excluye la responsabilidad criminal 

b) Provoca que la infracción sea castigada como imprudente 
c) Provoca la aplicación de la pena inferior en uno o dos grados 
d) El Código Penal sólo prevé el error vencible 

 
 

9.  La conspiración existirá: 
 a) Cuando dos o más personas se conciertan para la ejecución de un delito y resuelven 

ejecutarlo 
b) Cuando el que ha resuelto cometer un delito invita a otra u otras personas a participar 

en él 
c) Cuando directamente se incita por medio de la imprenta, la radiodifusión o cualquier 

otro medio de eficacia semejante, que facilite la publicidad, o ante una concurrencia 
de personas, a la perpetración de un delito 

d) Cuando dos o más personas invitan a otra a participar en la ejecución de un delito, 
pero no resuelven ejecutarlo 

 
 

10.  Indica cuál de las siguientes circunstancias NO es atenuante de la responsabilidad 
criminal: 

 a) Haber procedido el culpable, antes de conocer que el procedimiento judicial se dirige 
contra él, a confesar la infracción a las autoridades 

b) Obrar impulsado por miedo insuperable 
c) Obrar por causas o estímulos tan poderosos que hayan producido arrebato, obcecación 

u otro estado pasional de entidad semejante 
d) Haber procedido el culpable a reparar el daño ocasionado a la víctima, o disminuir sus 

efectos, en cualquier momento del procedimiento y con anterioridad a la celebración 
del acto del juicio oral 



 
 

11.  La responsabilidad civil derivada de la criminal (indique la respuesta correcta): 
 a) Sólo podrá exigirse ante la jurisdicción penal 

b) No es exigible a las personas jurídicas 
c) Comprende la indemnización de perjuicios morales 
d) La exención de la responsabilidad criminal comprende siempre la de la 

responsabilidad civil 
 
 

12.  La calumnia o injuria dirigida frente a funcionario público sobre hechos 
concernientes al ejercicio de su cargo (señale la respuesta correcta): 

 a) Sólo es perseguible en virtud de querella de la persona ofendida 
b) Sólo puede ser perseguible en virtud de denuncia 
c) El perdón del funcionario ofendido extingue la acción penal 
d) Sólo es perseguible en virtud de denuncia o de querella de la persona ofendida 

 
 

13.  La existencia del procedimiento penal por delito contra la Hacienda Pública: 
 a) Paralizará la acción de cobro de la deuda tributaria en todo caso 

b) No paralizará la acción de cobro de la deuda tributaria. Por parte de la Administración 
Tributaria podrán iniciarse las actuaciones dirigidas al cobro, salvo que el Juez, de 
oficio o a instancia de parte, hubiere acordado la suspensión de las actuaciones de 
ejecución, previa prestación de garantía 

c) Paralizará la acción de cobro de la deuda tributaria salvo que el Juez, de oficio o a 
instancia de parte, autorice a la Administración Tributaria a iniciar las actuaciones 
dirigidas al cobro 

d) No paralizará la acción de cobro de la deuda tributaria. Por parte de la Administración 
Tributaria podrán iniciarse las actuaciones dirigidas al cobro, sin que el Juez pueda 
acordar la suspensión de las actuaciones de ejecución 

 
 

14.  El Código Penal castiga a los que con infracción de las normas de prevención de 
riesgos laborales y estando legalmente obligados, no faciliten los medios necesarios 
para que los trabajadores desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e 
higiene adecuadas (indique la respuesta correcta): 

 a) Si ha existido un requerimiento previo de la Inspección de trabajo  
b) Si se pone en peligro grave la vida de los trabajadores, su salud o su integridad 
c) Basta con que se ponga en peligro la seguridad de los trabajadores 
d) Es preciso que se produzca la muerte o un accidente grave de los trabajadores 

 
 

15.  En todo caso, tendrán la consideración de autoridad conforme al art. 24 del Código 
Penal: 

 a) Los funcionarios titulares de cualquier Administración Pública 
b) Los funcionarios del Ministerio Fiscal  
c) Los funcionarios interinos de cualquier Administración Pública 
d) El personal laboral contratado por cualquier Administración Pública 

 
 



16.  El delito de cohecho de los artículos 419 y siguientes del Código Penal: 
 a) Sólo puede ser cometido por autoridad pública 

b) Sólo puede ser cometido por funcionario o autoridad pública 
c) Puede ser cometido por funcionario, autoridad pública o particular 
d) Sólo puede ser cometido por funcionario o particular 

 
 

17.  El delito de acusación o denuncia falsa: 
 a) Sólo puede ser perseguido previa denuncia del ofendido 

b) Sólo puede ser perseguido de oficio 
c) Sólo podrá procederse contra el denunciante o acusador sino tras sentencia firme o 

auto también firme, de sobreseimiento o archivo del Juez o Tribunal que haya 
conocido de la infracción imputada. 

d) Podrá procederse contra el denunciante o acusador sin necesidad de sentencia firme o 
auto también firme, de sobreseimiento o archivo del Juez o Tribunal que haya 
conocido de la infracción imputada. 

 
 

18.  Los delitos leves prescriben: 
 a) A los seis meses 

b) Al año 
c) A los diez años 
d) A los cinco años 

 
 

19.  Los convenios colectivos aprobados siguiendo las exigencias del Estatuto de los 
Trabajadores obligan: 

 a) Sólo a los trabajadores afiliados a los sindicatos firmantes 
b) A todos los trabajadores incluidos dentro de su ámbito de aplicación 
c) Sólo a los trabajadores afiliados a los sindicatos firmantes que se encuentren al 

corriente de pago de la cuota sindical 
d) Sólo a los empresarios afiliados a las asociaciones empresariales firmantes y a los 

trabajadores afiliados a los sindicatos firmantes 
 
 

20.  Conforme a la Constitución Española, las Comunidades Autónomas: 
 a) No tienen poder normativo en materia laboral 

b) Tienen competencia exclusiva en materia laboral 
c) La competencia exclusiva en materia laboral corresponde al Estado, sin posibilidad de 

intervención en tal ámbito por las Comunidades Autónomas 
d) El Estado tiene competencia exclusiva sobre la legislación laboral, sin perjuicio de su 

ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas 
 
 

21.  El periodo de vacaciones anuales que fija el Estatuto de los Trabajadores no podrá 
ser inferior, en ningún caso, a: 

 a) Un mes 
b) 30 días naturales 
c) 31 días naturales 
d) 23 días hábiles 



 
 

22.  Conforme a la normativa laboral española, el salario en especie: 
 a) Está prohibido, salvo en la relación laboral de carácter especial del servicio del hogar 

familiar  
b) Está prohibido, salvo que se establezca expresamente por convenio colectivo 
c) Está permitido, siempre que no supere determinada proporción del total del salario 
d) Está permitido con carácter general y sin limitaciones 

 
 
 

23.  Las faltas muy graves cometidas por el trabajador prescribirán: 
 a) A los 60 días a contar desde que la empresa tuvo conocimiento de su comisión 

b) A los 10 días a contar desde que la empresa tuvo conocimiento de su comisión 
c) A los 120 días a contar desde que la empresa tuvo conocimiento de su comisión 
d) A los 180 días a contar desde que la empresa tuvo conocimiento de su comisión 

 
 

24.  Indica cuál de las siguientes afirmaciones en relación con la cesión ilegal de 
trabajadores es correcta: 

 a) Los empresarios, cedente y cesionario, responderán solidariamente de las obligaciones 
contraídas con los trabajadores y con la Seguridad Social. 

b) Los empresarios, cedente y cesionario, responderán solidariamente de las obligaciones 
contraídas con los trabajadores y con la Seguridad Social, si la cesión es constitutiva 
de delito. 

c) El empresario cesionario responderá subsidiariamente de las obligaciones contraídas 
por el cedente con los trabajadores y con la Seguridad Social que hayan nacido con 
posterioridad a la cesión. 

d) El empresario cesionario responderá subsidiariamente de las obligaciones contraídas 
por el cedente con los trabajadores y con la Seguridad Social que hayan nacido con 
anterioridad a la cesión. 

 
 

25.  La declaración de incapacidad permanente total del trabajador provocará: 
 a) La extinción del contrato, salvo que haya posibilidad de revisión por mejoría de la 

incapacidad declarada que permita su reincorporación en los dos años siguientes. 
b) La extinción del contrato, en todo caso. 
c) La suspensión del contrato, si así se acordó en el contrato en su día suscrito 
d) La extinción del contrato, si así se acordó en el contrato en su día suscrito 

 
 

26.  El despido disciplinario declarado improcedente de un trabajador común conllevará: 
 a) Que el trabajador pueda optar entre la readmisión o el cobro de la indemnización 

correspondiente 
b) Que el empresario pueda optar entre la readmisión o el cobro de la indemnización 

correspondiente 
c) Que el empresario esté obligado a readmitir al trabajador despedido 
d) Que el empresario esté obligado a indemnizar al trabajador despedido 

 
 



27.  En el supuesto de que las infracciones laborales pudieran ser constitutivas de ilícito 
penal: 

 a) La Administración proseguirá el procedimiento sancionador mientras no recaiga 
sentencia firme en el orden penal 

b) La Administración desistirá definitivamente del procedimiento sancionador una vez 
pase el tanto de culpa al órgano judicial competente o al Ministerio Fiscal 

c) La Administración se abstendrá de seguir el procedimiento sancionador mientras la 
autoridad judicial no dicte sentencia firme o resolución que ponga fin al procedimiento 
o mientras el Ministerio Fiscal no comunique la improcedencia de iniciar o proseguir 
actuaciones 

d) La Administración desistirá definitivamente del procedimiento sancionador una vez 
se dicte resolución firme que ponga fin al procedimiento penal, cualquiera que sea el 
pronunciamiento de la misma 

 
 

28.  Indica, conforme al art. 68 del Estatuto de los Trabajadores, cuál de las siguientes NO 
es una garantía que beneficie a los representantes legales de los trabajadores: 

 a) Apertura de expediente contradictorio en el supuesto de sanciones por faltas graves o 
muy graves 

b) Disponer de un crédito de horas mensuales retribuidas 
c) Prioridad de permanencia en la empresa o centro de trabajo respecto de los demás 

trabajadores, en los supuestos de suspensión o extinción por causas tecnológicas o 
económicas 

d) No ser despedido ni sancionado durante el ejercicio de sus funciones, cualquiera que 
sea la causa 

 
 

29.  Una vez concluida la fecha prevista para la vigencia de un convenio colectivo 
estatutario: 

 a) Se prorrogará de año en año, si no mediara denuncia expresa de las partes, salvo pacto 
en contrario 

b) Se prorrogará sólo por un año, si no mediara denuncia expresa de las partes, salvo 
pacto en contrario 

c) Perderá automáticamente su vigencia, con independencia de que haya sido denunciado 
o no por alguna de las partes 

d) Perderá automáticamente su vigencia, con independencia de que haya sido denunciado 
o no por alguna de las partes, pudiendo estas someterse a los procedimientos de 
mediación regulados en los acuerdos interprofesionales correspondientes 

 
 

30.  Durante la huelga, la contratación por el empresario de nuevos trabajadores para 
sustituir a los huelguistas: 

 a) Está permitida si la contratación se hace a través de una empresa de trabajo temporal 
b) Está prohibida salvo cuando no se cumpla con la prestación de los servicios de 

seguridad y mantenimiento 
c) Está prohibida en todo caso 
d) Requiere el consentimiento del comité de huelga 

 
 



31.  El juez de lo penal será competente para el conocimiento y fallo de las causas por 
delitos: 

 a) A los que la ley señale pena privativa de libertad de duración no superior a cinco años 
b) A los que la ley señale pena privativa de libertad de duración no superior a dos años 
c) A los que la ley señale pena privativa de libertad de duración no superior a quince años 
d) A los que la ley señale pena privativa de libertad de duración no superior a diez años 

 
 

32.  Conforme al art. 324 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, las diligencias de 
instrucción deben practicarse durante el plazo máximo de: 

 a) 18 meses desde la incoación de la causa 
b) 6 meses desde la incoación de la causa 
c) 12 meses desde la incoación de la causa 
d) 6 meses desde la incoación de la causa, prorrogables por una única vez durante otros 

6 meses 
 
 

33.  Contra los autos del Juez de instrucción y del Juez de lo Penal que no estén 
exceptuados de recurso cabe interponer: 

 a) Sólo el recurso de reforma 
b) Sólo el recurso de apelación 
c) El recurso de reforma y el de apelación 
d) El recurso de reforma, el de apelación o el de casación, según los casos 

 
 

34.  Conforme al art. 641 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, procederá el 
sobreseimiento provisional: 

 a) Cuando no existan indicios racionales de haberse perpetrado el hecho que hubiere 
dado motivo a la formación de la causa  

b) Cuando resulte del sumario haberse cometido un delito y no haya motivos suficientes 
para acusar a determinada o determinadas personas como autores, cómplices o 
encubridores  

c) Cuando el hecho no sea constitutivo de delito 
d) Cuando aparezcan exentos de responsabilidad criminal los procesados como autores, 

cómplices o encubridores  
 
 

35.  La prisión provisional decretada durará: 
 a) En todo caso, un año máximo, con posibilidad de prórrogas 

b) En todo caso, un año máximo, sin posibilidad de prórroga 
c) El tiempo imprescindible para alcanzar sus fines y en tanto subsistan los motivos que 

justificaron su adopción 
d) En todo caso, seis meses como máximo, con posibilidad de una única prórroga de 

hasta otros seis meses 
 
 

36.  El procedimiento abreviado se aplicará al enjuiciamiento de los delitos: 
 a) Castigados con pena privativa de libertad no superior a 9 años 

b) Castigados con pena privativa de libertad no superior a 2 años 
c) Cuya competencia corresponde al Tribunal del Jurado 



d) Castigados con pena privativa de libertad no superior a 1 año 
 
 

37.  Contra las sentencias dictadas por la Audiencia Provincial en primera instancia cabrá 
interponer, conforme el art. 846 ter de la Ley de Enjuiciamiento Criminal: 

 a) Recurso de casación ante el Tribunal Supremo 
b) Recurso de apelación ante el Tribunal Supremo 
c) Recurso de apelación ante la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia 

de su territorio 
d) Recurso de reforma y subsidiario de apelación ante la Sala de lo Civil y Penal del 

Tribunal Superior de Justicia de su territorio 
 
 

38.  El Tribunal del Jurado será competente para el conocimiento y fallo de las causas por 
los delitos de:  

 a) Financiación ilegal de los partidos políticos 
b) Cohecho 
c) Contra la Seguridad Social 
d) Contra la Hacienda Pública 

 
 

39.  Estará legitimado para interponer el recurso de revisión de sentencias firmes penales: 
 a) El Defensor del Pueblo 

b) El letrado de la Administración de Justicia  
c) La acusación particular  
d) El penado 

 
 

40.  El art. 253 del Código Penal castiga como apropiación indebida a:  
 a) Los que se excedan en el ejercicio de las facultades de administración 

b) El que ocupare, sin autorización debida, un inmueble, vivienda o edificio ajenos que 
no constituyan morada, o se mantuviere en ellos contra la voluntad de su titular  

c) Quienes dispongan de una cosa mueble o inmueble ocultando la existencia de 
cualquier carga sobre la misma 

d) Los que, en perjuicio de otro, se apropien para sí o para un tercero, de dinero, efectos, 
valores o cualquier otra cosa mueble, que hubieran recibido en virtud de cualquier 
título que produzca obligación de devolverlos 

 
 

41 Señale la respuesta correcta en relación con el artículo 168 de la Constitución Española: 
 a) Recoge el procedimiento agravado o extraordinario de reforma de la Constitución, 

que ha de seguirse para la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al 
Título preliminar, al Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II. 

b) Recoge el procedimiento simple u ordinario de reforma de la Constitución, que ha de 
seguirse para la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título II. 

c) Señala que la revisión requerirá la aprobación del proyecto de reforma constitucional 
por una mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras y la disolución inmediata 
de las Cortes. 

d) Señala que, aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum 
para su ratificación cuando así lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su 



aprobación, una décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras. 
 
 

42 La Diputación Permanente del Congreso de los Diputados estará presidida por el 
presidente del Congreso y formarán parte de la misma: 

 a) Un mínimo de veintitrés miembros elegidos por el Pleno, en proporción a la 
importancia numérica de los grupos parlamentarios. 

b) Un mínimo de veintiún miembros elegidos por los grupos parlamentarios en 
proporción a su importancia numérica. 

c) Un mínimo de veintiún miembros elegidos por el Pleno, en proporción a la 
importancia numérica de los grupos parlamentarios. 

d) Un mínimo de veintitrés miembros elegidos por los grupos parlamentarios en 
proporción a su importancia numérica. 

 
 

43 El Alto Comisionado de las Cortes Generales, designado por éstas para la defensa de los 
derechos comprendidos en el Título I de la Constitución Española es: 

 a) El Presidente del Tribunal Supremo. 
b) El Presidente del Tribunal Constitucional. 
c) El Defensor del Pueblo. 
d) El Presidente del Consejo de Estado. 

 
 

44 No son materias que necesariamente deban ser reguladas mediante Ley Orgánica 
conforme a lo establecido en el artículo 81 de la Constitución Española: 

 a) Los derechos fundamentales y las libertades públicas, aprobación de los estatutos de 
autonomía y la Regulación del Régimen Electoral General. 

b) La institución del Defensor del Pueblo. 
c) El Consejo de Estado. 
d) La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.  

 
 

45 La Constitución Española, en su artículo 31, establece que todos contribuirán al 
sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante 
un sistema tributario justo, inspirado en los principios de: 

 a) Igualdad y progresividad. 
b) Igualdad y economía. 
c) Eficiencia y legalidad. 
d) Justicia y equidad. 

 
 

46 ¿Quién, extinguidas todas las líneas llamadas en Derecho, proveerá a la sucesión en la 
Corona, en la forma que más convenga a los intereses de España?: 

 a) El Presidente del Gobierno. 
b) El Consejo de ministros. 
c) Las Cortes Generales. 
d) El pueblo español, en referéndum. 

 
 



47 ¿Cuál de las siguientes personas no está legitimada para interponer recurso de 
amparo?: 

 a) El Ministerio Fiscal. 
b) Cualquier persona jurídica que invoque un interés legítimo. 
c) El Defensor del Pueblo. 
d) Cualquier persona física que invoque un interés legítimo. 

 
 

48 Señale cúal de las siguientes no es una forma de selección del contratista, de acuerdo 
con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: 

 a) El procedimiento abierto. 
b) El procedimiento restringido. 
c) El procedimiento competitivo para la innovación. 
d) Los procedimientos con negociación. 

 
 

49 En la contratación del sector público: 
 a) Los órganos de contratación darán a los licitadores y candidatos un tratamiento 

igualitario y discriminatorio por territorio y ajustarán su actuación a los principios de 
transparencia y proporcionalidad. 

b) Los órganos de contratación darán a los licitadores y candidatos un tratamiento 
igualitario y no discriminatorio y ajustarán su actuación a los principios de 
transparencia y proporcionalidad. 

c) Los órganos de contratación darán a los licitadores y candidatos un tratamiento 
igualitario y no discriminatorio y ajustarán su actuación únicamente al principio de 
transparencia. 

d) Los órganos de contratación darán a los licitadores y candidatos un tratamiento no 
igualitario y discriminatorio y ajustarán su actuación a los principios de transparencia 
y proporcionalidad. 

 
 
 

50 A propósito del procedimiento de revisión de los Tratados sobre los que descansa la 
Unión Europea: 

 a) El proceso de revisión ordinario puede iniciarse a instancias de un Estado miembro, 
del Parlamento Europeo o de la Comisión. Los particulares pueden plantear un 
procedimiento de reforma de los Tratados si lo hacen a través del Defensor del Pueblo. 

b) El Tratado de la Unión Europea prevé dos procedimientos de revisión simplificados. 
Uno de ellos permite introducir el procedimiento legislativo ordinario en preceptos 
del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea que contemplan la aplicación de 
un procedimiento legislativo especial. 

c) El procedimiento de revisión ordinario prevé la convocatoria de una Convención 
compuesta por representantes de distintas instancias y cuya intervención en el proceso 
no puede eludirse. 

d) En el marco del procedimiento de revisión ordinario, se precisa la ratificación de las 
cuatro quintas partes de los Estados miembros para que el tratado de reforma entre en 
vigor. 

 
 



51 Por lo que hace a los derechos fundamentales en la Unión Europea, ¿cuál de las 
siguientes afirmaciones es la correcta?: 

 a) La Unión Europea se adhirió al Convenio para la protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales, hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950 
(conocido como Convenio Europeo de Derechos Humanos), en 2009. 

b) La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea carece de valor 
vinculante. 

c) Pese a que los Tratados sobre los que se basa la Unión Europea contemplan como un 
mandato la adhesión de la Unión al Convenio para la protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales, hecho en Roma el 4 de noviembre de 
1950 (conocido como Convenio Europeo de Derechos Humanos), esta aún no se ha 
producido. 

d) La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea no admite la posible 
limitación de los derechos que en ella se proclaman. 

 
 

52 Por lo que se refiere a la eficacia directa y la primacía del Derecho de la Unión Europea, 
¿cuál de las siguientes afirmaciones es la correcta?: 
 

 a) La primacía del Derecho de la Unión Europea comporta la nulidad de toda norma 
nacional contraria. 

b) La eficacia directa se predica de determinados actos de Derecho derivado, pero nunca 
de las disposiciones del Tratado de la Unión Europea y del Tratado de Funcionamiento 
de la Unión Europea. 

c) Los acuerdos internacionales celebrados por la Unión Europea carecen de efecto 
directo. 

d) Si la disposición de la Unión Europea tiene efecto directo, la primacía supondrá que, 
en caso de contradicción con una norma nacional, el juez nacional deberá dejar 
inaplicada dicha norma nacional y aplicar la disposición de la Unión Europea. 

 
 

53 De conformidad con el artículo 7 del Tratado de la Unión Europea, cuando se haya 
constatado la existencia de una violación grave y persistente por parte de un Estado 
miembro de los valores contemplados en el artículo 2 del mismo Tratado podrán 
suspenderse determinados derechos derivados de la aplicación de los Tratados a dicho 
Estado miembro: 

 a) Por unanimidad del Consejo. 
b) Por mayoría cualificada del Parlamento Europeo. 
c) Por mayoría cualificada del Consejo. 
d) Por unanimidad del Consejo Europeo. 

 
 

54 Según el Tratado de la Unión Europea, el Presidente del Consejo Europeo es elegido 
por: 

 a) El Parlamento Europeo, por mayoría simple, para un mandato de 5 años, que no podrá 
renovarse. 

b) El Consejo Europeo, por mayoría simple, para un mandato de 5 años, que no podrá 
renovarse. 

c) El Consejo Europeo, por mayoría cualificada, para un mandato de 2 años y medio, 
que podrá renovarse una sola vez.  



d) El Parlamento Europeo, por mayoría simple, para un mandato de 2 años y medio, que 
podrá renovarse una sola vez. 

 
 

55 Conforme a lo dispuesto en el artículo 35.2 de la Ley 23/2014, de 20 de noviembre, de 
reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea, ¿cuál es la 
autoridad judicial competente en España para ejecutar una orden europea de detención 
cuando dicha orden se refiere a una persona mayor de edad?: 
 

 a) Juez Central de Instrucción de la Audiencia Nacional. 
b) Juez Central de Instrucción de la Audiencia Nacional y Sala de lo Penal de la 

Audiencia Nacional. 
c) Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional y Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 
d) Juez Central de Instrucción de la Audiencia Nacional y Sala de lo Penal del Tribunal 

Supremo. 
 
 

56 De acuerdo con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, y sin 
perjuicio de lo dispuesto en ella en relación con las obras, servicios y suministros 
centralizados en el ámbito estatal, se consideran contratos menores los contratos de 
valor estimado inferior a: 

 a) 40.000 euros, cuando se trate de contratos de suministro o de servicios, o a 15.000 
euros, cuando se trate de contratos de obras. 

b) 214.000 euros, cuando se trate de contratos de obras, o a 139.000 euros, cuando se 
trate de contratos de suministro o de servicios. 

c) ) 214.000 euros, cuando se trate de contratos de suministro o de servicios, o a 139.000 
euros, cuando se trate de contratos de obras. 

d) 40.000 euros, cuando se trate de contratos de obras, o a 15.000 euros, cuando se trate 
de contratos de suministro o de servicios. 

 
 

57 En lo relativo a los contratos menores, que respuesta es la correcta: 
 

 a) Los contratos menores no podrán adjudicarse directamente a cualquier empresario 
con capacidad de obrar y que cuente con la habilitación profesional necesaria para 
realizar la prestación, cumpliendo con las normas establecidas en el artículo 118 de la 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 

b) Los contratos menores podrán adjudicarse directamente a cualquier empresario 
cuente o no con capacidad de obrar y cuente o no con la habilitación profesional 
necesaria para realizar la prestación, cumpliendo con las normas establecidas en el 
artículo 118 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 

c) Los contratos menores podrán adjudicarse directamente a cualquier empresario con 
capacidad de obrar y que cuente con la habilitación profesional necesaria para realizar 
la prestación, sin tener en cuenta las normas establecidas en el artículo 118 de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 

d) Los contratos menores podrán adjudicarse directamente a cualquier empresario con 
capacidad de obrar y que cuente con la habilitación profesional necesaria para realizar 
la prestación, cumpliendo con las normas establecidas en el artículo 118 de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 



 
 

58 Cuáles son los contratos del sector público: 
 a) Obras, concesión de obras, concesión de servicios, suministro, servicios y mixtos. 

b) Obras, concesión de servicios, suministro y servicios. 
c) Concesión de obras, concesión de servicios, suministro, servicios y mixtos. 
d) Obras, servicios y suministros. 

 
 

59 En el caso de resolución de los contratos del sector público: 
 a) Cuando el contrato se resuelva por incumplimiento culpable del contratista le será 

incautada la garantía y deberá, además, indemnizar a la Administración los daños y 
perjuicios ocasionados en lo que excedan del importe de la garantía incautada. 

b) Cuando el contrato se resuelva por incumplimiento culpable del contratista, no le será 
incautada la garantía y únicamente, deberá indemnizar a la Administración los daños 
y perjuicios ocasionados en lo que excedan del importe de la garantía incautada. 

c) Cuando el contrato se resuelva por incumplimiento culpable del contratista le será 
incautada la garantía y si así lo decide el órgano de contratación, además, indemnizar 
a la Administración los daños y perjuicios ocasionados en lo que excedan del importe 
de la garantía incautada. 

d) Cuando el contrato se resuelva por incumplimiento culpable del contratista le será 
incautada la garantía y si así se acuerda por las partes, además, indemnizar a la 
Administración los daños y perjuicios ocasionados en lo que excedan del importe de 
la garantía incautada. 

 
 

60 La Ley 12/2019, de 11 de octubre, del Voluntariado de Extremadura será de aplicación 
a: 

 a) Aquellas personas voluntarias que desarrollen actividades o participen en programas 
y proyectos de entidades de voluntariado fuera del territorio de la comunidad 
autónoma de Extremadura, ya sea en otra comunidad autónoma, en otros Estados 
miembros de la Unión Europea. 

b) Aquellas personas voluntarias que desarrollen actividades o participen en programas 
y proyectos de entidades de voluntariado dentro del territorio de la comunidad 
autónoma de Extremadura, ya sea en otra comunidad autónoma, en otros Estados 
miembros de la Unión Europea. 

c) Aquellas personas voluntarias que desarrollen actividades o participen en programas 
y proyectos de entidades de voluntariado fuera del territorio de la comunidad 
autónoma de Extremadura, ya sea en otra comunidad autónoma o fuera del territorio 
de la Unión Europea. 

d) Aquellas personas voluntarias que desarrollen actividades o participen en programas 
y proyectos de entidades de voluntariado fuera del territorio de la comunidad 
autónoma de Extremadura, ya sea en otra comunidad autónoma, en otros Estados 
miembros de la Unión Europea o fuera del territorio de la Unión Europea. 

 
 

61 Respecto a su ámbito de aplicación, serán destinatarios de la Ley 15/2010, de 9 de 
diciembre, de responsabilidad social empresarial en Extremadura: 

 a) Las empresas que desarrollen su actividad en la Comunidad Autónoma de 



Extremadura y la Administraciòn de la Comunidad Autónoma en tanto que entidad 
contratante, inversora, empleadora y prestadora de servicios. 

b) Las empresas que desarrollen su actividad en la Comunidad Autónoma de 
Extremadura y los poderes públicos extremeños en tanto que entidad contratante, 
consumidora, inversora, empleadora y prestadora de servicios. 

c) Las empresas que desarrollen su actividad en la Comunidad Autónoma de 
Extremadura y los poderes públicos extremeños y la Administraciòn de la Comunidad 
Autónoma en tanto que entidad contratante, consumidora, inversora, empleadora y 
prestadora de servicios. 

d) Las empresas que desarrollen su actividad en la Comunidad Autónoma de 
Extremadura y los poderes públicos extremeños y la Administraciòn de la Comunidad 
Autónoma en tanto que entidad contratante, consumidora, empleadora y prestadora 
de servicios. 

 
 

62 Indique cual de estos principios no es un principio general inspirador de la Ley 11/2014, 
de 9 de diciembre, de accesibilidad universal de Extremadura: 

 a) La transversalidad de las políticas en materia de discapacidad. 
b) La equidad. 
c) El diseño universal o diseño para todas las personas. 
d) La normalización. 

 
 

63 No es competencia de la  Administración local según la Ley 7/2019 de 5 de abril de 

espectáculos públicos y actividades recreativas de la Comunidad Autónoma de 

Extremadura: 

 a) Otorgar las licencias urbanísticas y de apertura de cualquier establecimiento público 

dentro de su ámbito territorial que haya de destinarse a la celebración de espectáculos 

públicos o a la práctica de actividades recreativas sometidas a la presente Ley, de 

conformidad con la normativa aplicable. 

b) Conceder autorizaciones para la celebración de espectáculos públicos, y actividades 

recreativas, cuando se pretenda su celebración y desarrollo en instalaciones portátiles 

o desmontables, en espacios abiertos, vías públicas o zonas de dominio público del 

término municipal. 

c) Establecer los horarios generales de apertura y cierre de los espectáculos públicos y 

actividades recreativas, así como de los establecimientos públicos e instalaciones 

portátiles o desmontables donde aquellos tienen lugar. 

d) Conceder autorizaciones de instalación de atracciones de feria previa comprobación 

de que las mismas reúnen las condiciones que exige la normativa específica aplicable. 

 
64 La  Ley  7/2019  de  5 de abril, de espectáculos  públicos y actividades    recreativas   de  

la  Comunidad  Autónoma de  Extremadura define como espacios abiertos:   

 a) Terrenos situados en dominio público que carezcan de cerramiento. 
b) Aquellas  zonas, parajes o vías públicas  que sin tener una estructura  definida y con 

independencia de su titularidad, se habiliten  para el desarrollo  de espectáculos 



públicos  o actividades recreativas. 

c) Terrenos de propiedad municipal sin un uso específico. 

d) Zonas verdes  que  por carecer de una estructura definida  no pueden ser habilitados 

para el desarrollo de  espectáculos públicos. 

 
 

65 Atendiendo a la Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de ordenación territorial y urbanística 

sostenible de Extremadura, estarán sujetos a licencia municipal de obras de edificación, 

construcción e instalación, sin perjuicio de las demás licencias o autorizaciones que 

fueran procedentes con arreglo a esta ley y de aquellas que fueran procedentes de 

acuerdo con la legislación sectorial aplicable, los siguientes actos, (señale la incorrecta): 

 a) La extracción de áridos y la explotación de canteras. 

b) Las obras de toda clase de nueva planta. 

c) Las obras de urbanización incluidas en proyectos de urbanización sometidos a 

aprobación municipal. 

d) Las instalaciones que se ubiquen en o afecten al subsuelo. 
 
 

66 Las posibles limitaciones singulares que contemple el planeamiento, que excedan de los 
deberes legalmente establecidos respecto de construcciones y edificaciones, o lleven 
consigo una restricción de la edificabilidad o el uso que no sea susceptible de 
distribución equitativa: 

 a) No serán indemnizables. 
b) Solo lo serán cuando lo decida el ayuntamiento. 
c) Serán indemnizables por la Administración proponente, atendiendo a los criterios de 

competencia, interés público tutelado e intensidad de la intervención. 
d) Solo lo serán cuando se hubieran producido variaciones respecto del plan aprobado 

inicialmente. 
 
 

67 Los asentamientos irregulares en suelo rústico: 
 a) No se encuentran previstos en la LOTUS. 

b) Su inclusión en el PT o PGM posibilitarán la transformación urbanística de su ámbito. 
c) Su identificación en el PT o PGM posibilitará la inmediata legalización de las 

construcciones o instalaciones incluidas en su ámbito. 
d) En ningún caso supondrá la transformación urbanística de los terrenos incluidos en su 

ámbito. 
 
 

68 Señale que afirmación es correcta respecto a los bienes y recursos integrantes de los 
patrimonios públicos del suelo, conforme a lo establecido en el artículo 134 de la Ley 
11/2018, de 21 de diciembre, de ordenacion territorial y urbanística sostenible de 
Extremadura: 

 a) Los patrimonios públicos de suelo estarán integrados por los bienes y derechos 
adquiridos en virtud de la obligación de ceder a la Administración actuante terrenos 
en el que se localice el porcentaje de aprovechamiento urbanístico que le corresponda 



en concepto de participación de la comunidad en las plusvalías, sin incluir el dinero 
que se hubiere obtenido en sustitución por el abono en metálico del valor de aquellas. 

b) Los recursos obtenidos por la enajenación de bienes o derechos no integrantes del 
patrimonio público del suelo. 

c) Los bienes y derechos de la Administración titular que voluntariamente decida 
incorporar, con carácter permanente. 

d) Los bienes y derechos de la Administración titular que voluntariamente decida 
incorporar, con carácter permanente o no. 

 
 

69 La Ley 11/2018, de 21 de diciembre de ordenación territorial y urbanística sostenible de 
Extremadura, señala que son infracciones graves 

 a) Los actos de edificación o uso del suelo contrarios a la ordenación territorial y 
urbanística que afecten a bienes inmuebles catalogados por los instrumentos de 
planeamiento que pertenezcan a las determinaciones estructurales. 

b) La ejecución de obras de edificación en las que se supere la altura, edificabilidad, 
volumen, situación de las construcciones e instalaciones u ocupación máxima 
permitida por el planeamiento urbanístico en un porcentaje igual o inferior al diez por 
ciento. 

c) Las divisiones urbanísticas en suelo urbano y urbanizable que contradigan las 
determinaciones previstas en esta ley y en la ordenación territorial y urbanística. 

d) Las divisiones urbanísticas en suelo rústico. 
 
 

70 La Ley 11/2018, de 21 de diciembre de ordenación territorial y urbanística sostenible de 
Extremadura establece que el plazo máximo en que debe notificarse la resolución 
expresa del procedimiento sancionador será: 

 a) Seis meses a contar desde la fecha del acuerdo de iniciación. 
b) Un año a contar desde la fecha del acuerdo de iniciación. 
c) Seis meses a contar desde la fecha de notificación del acuerdo de iniciación. 
d) Un año a contar desde la fecha de notificación del acuerdo de iniciación. 

 
 

71 La aprobación del Plan General Estructural, producirá entre otros, los siguientes 
efectos: 

 a) La  entrada en vigor de éstos. 

b) La  declaración   en situación de fuera de ordenación de las edificaciones, 

construcciones   o instalaciones   de conformidad  con lo regulado en el artículo   142  

de la  la  Ley  11/2018 de  21 de diciembre, de ordenación territorial  y urbanística  

sostenible de  Extremadura. 

c) La obligatoriedad  de dar publicidad   a las obras que se ejecuten por particulares. 

d) La   catalogación de los bienes de interés cultural. 
 
 

72 Desde la entrada en vigor de la LOTUS no podrán modificarse los Proyectos de 
Delimitación de Suelo Urbano (PDSU): 

 a) En ningún caso, salvo las modificaciones cuyo objetivo sea la clasificación o 
calificación de parcelas de uso dotacional público. 



b) Incorrecto. Los municipios pueden seguir elaborando y proponiendo modificaciones 
de PDSU. 

c) Solo se admitirán las modificaciones que atiendan a circunstancias de especial 
urgencia. 

d) Solo se admitirán las reclasificaciones que no afecten a suelo “protegido”. 
 
 

73 Según el Decreto 10/2019 de 12 de febrero por el que se regulan las exigencias básicas 
de la edificación destinada a uso residencial vivienda, en el ámbito de la C.A. de 
Extremadura, así como el procedimiento para la concesión y control de la Cédula de 
habitabilidad de las viviendas, el plazo máximo para resolver la concesión o renovación 
de dicha Cedula será de: 

 a) 1 mes. 
b) 2 meses. 
c) 3 meses. 
d) 6 meses. 

 
 

74 Según el Decreto 10/2019 de 12 de febrero por el que se regulan las exigencias básicas 
de la edificación destinada a uso residencial vivienda, en el ámbito de la C.A. de 
Extremadura, así como el procedimiento para la concesión y control de la Cedula de 
habitabilidad de las viviendas, con carácter general dicha Cedula se concederá por un 
periodo de:  

 a) 5 años. 
b) 12 años. 
c) 3 años. 
d) 10 años. 

 
 

75 Según la Ley 16/2015, de 23 de abril, de Protección Ambiental de Extremadura, las 
sanciones leves en materia de evaluación de impacto ambiental de proyectos: 

 a) No podrán sobrepasar los 24.000 euros. 
b) No podrán sobrepasar los 30.000 euros. 
c) No podrán sobrepasar los 40.000 euros. 
d) No podrán sobrepasar los 50.000 euros. 

 
 

76 En el ámbito de la responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento de la 
Administración de Justica, y según lo previsto en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, 
del Poder Judicial, señale cual de las siguientes es la afirmación correcta: 

 a) La acción judicial para el reconocimiento del error deberá instarse inexcusablemente 
en el plazo de tres meses, a partir del día siguiente en que pudo ejercitarse. 

b) La acción judicial para el reconocimiento del error deberá instarse inexcusablemente 
en el plazo de dos meses, a partir del día en que pudo ejercitarse. 

c) La acción judicial para el reconocimiento del error deberá instarse inexcusablemente 
en el plazo de un mes, a partir del día siguiente en que pudo ejercitarse. 

d) La acción judicial para el reconocimiento del error deberá instarse inexcusablemente 
en el plazo de tres meses, a partir del día en que pudo ejercitarse. 

 
 



77 Señale la opción incorrecta respecto a la regulación de la protección de datos personales 
en el ámbito de la Administración de Justicia conforme a lo establecido en la Ley 
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial: 

 a) Los datos personales que las partes conocen a través del proceso deberán ser tratados 
por éstas de conformidad con la normativa general de protección de datos. Esta 
obligación también incumbe a los profesionales que representan y asisten a las partes, 
así como a cualquier otro que intervenga en el procedimiento. 

b) En todo caso se denegará el acceso a los datos objeto de tratamiento con fines 
jurisdiccionales cuando las diligencias procesales en que se haya recabado la 
información sean o hayan sido declaradas secretas o reservadas. 

c) En relación con el tratamiento de los datos personales con fines jurisdiccionales, los 
interesados podrán ejercitar los derechos de información, acceso, rectificación, 
supresión, oposición y limitación en los términos establecidos en la normativa general 
de protección de datos. 

d) No será necesario el consentimiento del interesado para que se proceda al tratamiento 
de los datos personales en el ejercicio de la actividad jurisdiccional, ya sean éstos 
facilitados por las partes o recabados a solicitud de los órganos competentes, sin 
perjuicio de lo dispuesto en las normas procesales para la validez de la prueba. 

 
 

78 La prestación de cooperación internacional sólo será denegada por los Juzgados y 
Tribunales españoles según la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial: 

 a) Cuando el objeto o finalidad de la cooperación solicitada  no sea manifiestamente 
contrario al orden público. 

b) Cuando la solicitud de cooperación internacional no reúna el contenido y requisitos 
mínimos exigidos por las leyes para su tramitación. 

c) Cuando el contenido del acto a realizar corresponda a las atribuciones propias de la 
autoridad judicial española requerida. 

d) Cuando el proceso de que dimane la solicitud de cooperación no sea de la exclusiva 
competencia de la jurisdicción española. 

 
 

79 Las recusaciones se inadmitirán concretamente según la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio, del Poder Judicial: 

 a) Cuando no se propongan en el plazo de 10 días desde la notificación de la primera 
resolución por la que se conozca la identidad del juez o magistrado a recusar, si el 
conocimiento de la concurrencia de la causa de recusación fuese anterior a aquél. 

b) Cuando se propusieren, pendiente ya un proceso, si la causa de recusación se 
conociese con posterioridad al momento procesal en que la recusación se proponga. 

c) Cuando se propusieren, si la causa de recusación se conociese con anterioridad al 
momento procesal en que la recusación se proponga. 

d) Cuando no se propongan en el plazo de 15 días desde la notificación de la primera 
resolución por la que se conozca la identidad del juez o magistrado a recusar, si el 
conocimiento de la concurrencia de la causa de recusación fuese anterior a aquél. 

 
 

80 Según la redacción del artículo 1 del Código Civil (Real Decreto de 24 de julio de 1889 
por el que se publica el Código Civil), la costumbre será una fuente del ordenamiento 
jurídico español, en defecto de ley aplicable, siempre que: 

 a) Sea consentida por las partes. 



b) No sea contraria a la moral o al orden público, y resulte probada. 
c) No sea contraria a la Constitución ni a la moral, y resulte probada. 
d) No sea contraria, en su caso, a los usos y costumbres locales de la vecindad civil 

especial o foral. 
 
 

 

 

 

  



 

PREGUNTAS DE RESERVA (PREGUNTAS 1 A 10, AMBAS 
INCLUIDAS) A RESPONDER EN EL TEST NÚM. 2 

 
 
 

1. Según el Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma de Extremadura, ¿a quién 
corresponde la iniciativa de reforma del Estatuto?:  

 a) A la Asamblea de Extremadura, a iniciativa de al menos dos tercios de los diputados. 
b) A la Asamblea de Extremadura a iniciativa de tres quintos de los diputados. 
c) Al Congreso de los Diputados. 
d) A la Asamblea de Extremadura a propuesta de la Junta de Extremadura. 

 
 

2. Las Administraciones públicas podrán proceder a la ejecución forzosa de sus actos: 
 a) En cualquier momento desde que recaiga la resolución ejecutiva, sin necesidad de 

apercibimiento previo. 
b) Con previo apercibimiento, siempre que no quepa algún recurso en vía 

administrativa, incluido el potestativo de reposición 
c) Con previo apercibimiento y siempre que no esté suspendida la ejecución del acto 

por una ley o una ley exija la intervención del órgano judicial. 
d) En todo caso, en virtud del privilegio de autotutela declarativa. 

 
3. Pueden ser objeto de aplazamiento o fraccionamiento las siguientes deudas tributarias: 
 a) En caso de concurso del obligado tributario, las que, de acuerdo con la legislación 

concursal, tengan la consideración de créditos contra la masa. 
b) Las derivadas de tributos que deban ser legalmente repercutidos cuando se 

justifique debidamente que las cuotas repercutidas no han sido efectivamente 
pagadas. 

c) Aquellas cuya exacción se realice por medio de efectos timbrados. 
d) Las correspondientes a obligaciones tributarias que deba cumplir el obligado a 

realizar pagos fraccionados del Impuesto sobre Sociedades. 
 
 

4. La Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, al regular su ámbito de 
aplicación incluye: 

 a) Al sector público autonómico. 
b) A las universidades públicas españolas. 
c) Al Banco de España, al que le aplica una regulación específica y deroga la que le 

resultaba de aplicación hasta entonces. 
d) A las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social en su función pública de 

colaboración en la gestión de la Seguridad Social. 
 
 
 



5. Indique cuál de las siguientes notas NO es esencial para la existencia de un contrato de 
trabajo: 

 a) Abono de un salario 
b) Prestación personal de servicios 
c) Asistencia a un centro de trabajo, para el cumplimiento de un horario previamente 

determinado 
d) Subordinación a las órdenes e instrucciones del empleador 

 
 

6. El despido disciplinario será nulo: 
 a) Cuando, afectando a un representante de los trabajadores, no ha sido notificado por 

escrito 
b) Cuando tiene un móvil discriminatorio o se produce con violación de derechos 

fundamentales del trabajador  
c) Cuando no se hacen constar los hechos que lo motivan y la fecha en que tendrá 

efectos 
d) Cuando no ha sido notificado por escrito al trabajador 

 
 

7. Los actos del director Gerente del SES. 
 a) Son susceptibles de Recurso de Alzada ante el Consejero de Sanidad. 

b) Son susceptibles de Recurso de Reposición ante el propio Director Gerente o de 
Recurso Alzada ante el Consejero de Sanidad. 

c) Agotan la vía administrativa, no siendo susceptibles más que de los recursos 
jurisdiccionales que procedan.  

d) Sólo son recurribles si se trata de  actos en materia de Responsabilidad Patrimonial 
 
 

8. Los servicios sanitarios en Extremadura se ordenarán en los siguientes niveles:  
 a)  Atención básica; atención hospitalaria y Atención sociosanitaria. 

b) Atención básica; Atención sociosanitaria y urgencias y emergencias sanitarias. 
c) Atención primaria; Atención especializada y participando de ambos niveles de 

atención, se prestará la atención a las urgencias y emergencias sanitarias y a la 
atención sociosanitaria. 

d) Atención especializada hospitalaria; Atención extrahospitalaria; urgencias y 
emergencias y Atención sociosanitaria.   

 
 
9. En virtud del artículo 21.4 del Código Civil (Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el 
que se publica el Código Civil), las concesiones de nacionalidad española por carta de 
naturaleza o por residencia caducan si no comparece el interesado ante funcionario 
competente, para cumplir los requisitos del artículo 23 del mismo Código Civil: 

 
a) A los ciento ochenta días siguientes a su notificación. 
b) A los tres meses siguientes a su notificación. 
c) A los doce meses siguientes a su notificación. 
d) A los treinta días siguientes a su notificación. 

 
 

 



10. De las siguientes afirmaciones, cual es la correcta: 
a) El contrato de concesión de servicios es aquel en cuya virtud un único poder adjudicador 
encomienda a título oneroso a una o varias personas, naturales o jurídicas, la gestión de un 
servicio cuya prestación sea de su titularidad o competencia, y cuya contrapartida venga 
constituida bien por el derecho a explotar los servicios objeto del contrato o bien por dicho 
derecho acompañado del de percibir un precio. 
b) El contrato de concesión de servicios es aquel en cuya virtud uno o varios poderes 
adjudicadores encomiendan a título oneroso a una o varias personas jurídicas la gestión de 
un servicio cuya prestación sea de su titularidad o competencia, y cuya contrapartida venga 
constituida bien por el derecho a explotar los servicios objeto del contrato o bien por dicho 
derecho acompañado del de percibir un precio. 
c) El contrato de concesión de servicios es aquel en cuya virtud uno o varios poderes 
adjudicadores encomiendan a título oneroso a una o varias personas, naturales o jurídicas, 
la gestión de un servicio cuya prestación sea de su titularidad o competencia, y cuya 
contrapartida venga constituida bien por el derecho a explotar los servicios objeto del 
contrato o bien por dicho derecho acompañado del de percibir un precio. 
d) El contrato de concesión de servicios es aquel en cuya virtud uno o varios poderes 
adjudicadores encomiendan a título oneroso a varias personas, naturales o jurídicas, la 
gestión de un servicio cuya prestación sea de su titularidad o competencia, y cuya 
contrapartida venga constituida bien por el derecho a explotar los servicios objeto del 
contrato o bien por dicho derecho acompañado del de percibir un precio. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 


